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INTRODUCCIÓN 

 

A partir del año de 1962, con los conceptos de Rachel Carson, consignados en su libro 

Primavera Silenciosa1 se establecieron los primeros movimientos modernos sobre el 

ambiente. 

 

Tal sería su influencia que generó en la comunidad internacional un pensamiento 

proteccionista, obteniendo como resultado la fundación del Club de Roma en 1966, en la 

que adquirió importancia la problemática ambiental. Posteriormente, en 1972, en la 

Conferencia de Estocolmo, que contó con la participación de 113 países fueron declarados 

26 principios para la búsqueda de la protección de la naturaleza, estimular las políticas de 

desarrollo sostenible y establecieron el PENUMA, (Programa de Naciones Unidas Para el 

Medio Ambiente), iniciándose así una nueva etapa en la forma de proteger el medio 

ambiente. 

 

En Colombia la protección del medio ambiente, quedó consagrada desde la adopción del  

Código Civil en cuanto a la importancia del hombre sobre el medio ambiente; 

reglamentando la protección jurídica mediante las acciones populares. 

 

Influenciados por los movimientos internacionales, la Constitución Política de 1991, le 

otorgó al medio ambiente la importancia que requería para su protección consagrándolo 

como derecho colectivo en su artículo 88.  

 

La Ley 472 de 1998, desarrolló el precitado artículo orientando las acciones populares y de 

grupo, a garantizar la defensa y la protección de los derechos colectivos, a través del  

accionar ciudadano ante la administración de justicia. 

 

                                            
1 CARSON, Rachel L. Primavera Silenciosa. Editorial Gea, Barcelona Ed. 2001. 
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Pasados 9 años desde la promulgación de la Ley 472 de 1998, se hace necesario analizar 

cuál ha sido el impacto de la norma en cita  frente a la protección del medio ambiente, por 

la administración de justicia, verificar su verdadera efectividad y determinar si cumple con 

su objetivo primario de garantizar la defensa y protección de los derechos e intereses 

colectivos así como los de grupo o de un número plural de personas. 

 

En la búsqueda de este objetivo, la Ley formuló dos clases de acciones tendientes a la 

defensa de los derechos e intereses colectivos: las acciones populares y las acciones de 

grupo, como complemento de las ya existentes. 

 

Por ser las acciones populares las de más fácil acceso en consideración a que la 

legitimación recae primariamente sobre toda persona natural o jurídica, con la condición de 

sentir afectado de manera directa en el bien jurídico violado o amenazado, por proceder 

contra cualquier acto u omisión de las autoridades públicas y de los particulares que violen 

o amenacen los derechos colectivos, sumadas al hecho que la Ley intrínsicamente genera en 

el individuo la obligación de participar mediante las acciones populares en la defensa y 

protección de los derechos colectivos, y por ser el medio ambiente el de más fácil 

identificación, convierte a las acciones populares en el mecanismo de participación 

ciudadana más eficaz para la defensa del medio ambiente.    

 

El presente trabajo se encuentra conformado por ocho capítulos que buscan orientar a la 

comunidad esencialmente respecto de tres temas básicos: a) de las acciones populares como 

forma de proteger el medio ambiente, b) el estado actual del mismo en el Distrito Capital, 

c) de cuál ha sido el resultado de tales acciones como mecanismo de protección 

medioambiental. Fue fundamentalmente realizado en dos etapas: primero, la de recolección 

de información, la cual fue efectuada con la valiosa colaboración de funcionarios de 

diversas entidades y, segunda, la etapa de organización, trascripción y análisis de los 

documentos recolectados puestos a nuestra disposición.   
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1 CUADRO PRELIMINAR 

 

1.1 PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 

 

¿Cuál ha sido el impacto de la aplicación de la Ley 472 de 1998 � acciones populares � en 

la defensa del medio ambiente de Bogotá, siendo éste uno de los derechos e intereses 

colectivos consagrados a partir de la Constitución Política de Colombia de 1991? 

 

1.2 HIPÓTESIS DE TRABAJO 

 

La aplicación de la Ley 472 de 1998, por medio de las acciones populares que ella 

consagra, ha sido la formula más directa y efectiva para la protección del medio ambiente 

bogotano y lo ha impactado favorablemente por cuanto el mismo está siendo amparado por 

providencias eficaces y verificadas en su ejecución conforme las necesidades exigidas por 

la sociedad.  

 

1.3 JUSTIFICACIÓN 

 

En nuestro nuevo modelo de democracia, los ciudadanos participamos en el gobierno del 

país mediante diversas formas de consulta, deliberación, control y colaboración, que nos 

facilita la intervención activa en las decisiones que nos afectan. 

 

Bajo el precepto anterior, es claro que el estudio que mediante éste trabajo se realizó, es 

importante para efectos de determinar cuál ha sido la aplicación de la Ley 672 de 1998, 

respecto de las acciones populares y en relación con la protección del medio ambiente, 

teniendo en cuenta que dicho tema es de una actualidad innegable y que ha venido 

creciendo en importancia en el mundo entero desde la década del sesenta debido al grave 

deterioro y agotamiento de los recursos naturales. 
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De otra parte, la investigación arroja datos significativos sobro el mecanismo como forma 

de participación ciudadana, en especial de la proporción en que el ciudadano actúa como 

fuerza individual en defensa de los derechos de carácter popular y de que tan utilizado es el 

mecanismo como fórmula de acercamiento entre el ciudadano y el Estado colombiano.     

 

Por último la investigación determina que esfuerzos ha realizado el Estado colombiano para 

cumplir con los compromisos que ha adquirido internacionalmente con la suscripción de 

convenios relativos al tema. 

 

1.4 Objetivos 

 

1.4.1 Objetivo General 

 

Analizar el impacto de la aplicación en Bogotá de la Ley 672 de 1998, respecto de la 

protección ambiental en la jurisdicción por vía de acción popular. 

 

1.4.2 Objetivos Específicos  

 

1.4.2.1 Establecer los antecedentes legislativos e históricos en relación con el medio 

ambiente. 

1.4.2.2  Identificar las causas y consecuencias de la problemática actual en materia medio 

ambiental. 

1.4.2.3 Explicar la evolución de la protección legal del medio ambiente, mediante la 

aplicación de las acciones populares. 

1.4.2.4  Analizar la jurisprudencia existente con el fin de determinar los criterios de los 

jueces al aplicar la normatividad que reglamentan las acciones populares. 
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2 MARCO CONCEPTUAL 

 

2.1  EL INTERÉS DIFUSO 

 

Debe decirse que el interés difuso es un interés jurídico y, por tanto, una situación que 

demanda protección. 

 

La doctrina a través del tiempo ha afirmado que:  

 

Los intereses difusos constituyen una categoría independiente dentro de las 

diferentes situaciones jurídicas tuteladas por el ordenamiento; se ha señalado 

al propio tiempo  cómo la noción de interés difuso puesta en contraposición a 

los conceptos de derecho subjetivo y de interés legítimo, indica una categoría 

particular de situaciones jurídicas sustanciales2. 

 

De análoga manera se ha considerado que en la estratificación de los intereses protegidos, 

el interés difuso ocupa una posición autónoma.  

 

Así las cosas, el interés difuso, no sólo constituye una figura diferente de las demás 

tuteladas por el ordenamiento, sino que por su importancia, que supera las barreras de lo 

individual, merece una definición clara. La Corte Constitucional afirmó, refiriéndose a la 

vulneración de los intereses de las colectividades, que �lo mismo ocurre con muchos de los 

derechos subjetivos, individuales � aun los de rango constitucional��. Y más adelante 

señaló cómo la tutela de los intereses de la colectividad �no se trata de la protección de 

meros derechos subjetivos o intereses particulares, sino que la acción popular versa sobre 

cuestiones de tal entidad, que su vulneración pone en peligro o ataca bienes tan valiosos 

para la sociedad como la vida, la salud, el ambiente sano, el equilibrio ecológico, la 
                                            
2 TROCKER, Nicolo. Intereses colectivos y difusos, Enciclopedia Jurídica Treccani, volumen 27. Roma, 
1990. P. 55. 
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seguridad, el patrimonio y la moralidad pública no de una persona sino de toda una 

colectividad�3. Por tanto la Corte Constitucional identifica los intereses difusos, como 

situaciones diferentes del derecho subjetivo. 

 

Dentro de los rasgos característicos de los intereses difusos, la doctrina ha precisado:  

 

� desde el punto de vista de los sujetos, su carácter supraindividual e 

indeterminado para significar, tratándose de la titularidad del interés que 

corresponde, mas que a un conjunto de individuos, a una comunidad 

propiamente dicha, la cual no es fácil precisar por lo menos dentro de un 

punto de vista práctico4. 

 

�En relación con el objeto se ha dicho que es nota característica su indivisibilidad, en tanto 

que el disfrute del bien por alguno de los titulares supone la satisfacción del resto, al tiempo 

que el daño al objeto afecta la totalidad de la comunidad�5.  

 

En otras palabras, �el bien no puede ser dividido en fracciones adjudicables a cada uno de 

los interesados�6. 

 

Para definir los intereses difusos es necesario estudiar el concepto desde dos puntos de 

vista: el subjetivo y el objetivo.  

 

                                            
3 Corte Constitucional Colombiana, MP: SÁCHICA MENDEZ, Martha Victoria, sentencia C-215, Bogotá,  
abril de 1999. 
4 SOSA LANDONI, Ángel. Nuevas Orientaciones en la Tutela Jurisdiccional de los Intereses Difusos. 
Bogotá, Editorial Librería del Profesional, 1992. Revista del Instituto Colombiano de Derecho Procesal, P. 42. 
5 MOREIRA BARBOSA, José Carlos. La Protección Jurisdiccional de los Intereses Difusos. Evolución 
Reciente en el Derecho Brasileño, No. 4/85. P. 23  
6 PALACIO, Lino. La Protección Jurisdiccional de los Intereses Difusos, La Ley (actualidad), 10 de 
Noviembre de 1987. P. 34.  
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El criterio subjetivo es la inclinación doctrinaria según la cual el interés difuso, como 

situación jurídica de ventaja, puede ser definido en función de los sujetos titulares y no 

función del objeto o bien que se considera apto para satisfacer la necesidad. 

 

Existe también el criterio objetivo según el cual, para llegar a la definición correcta del 

interés difuso, �� es necesario estudiar las características del objeto que se considera apto 

para satisfacer la necesidad.�7 Sería la naturaleza del bien y su régimen jurídico lo que 

identificaría al interés. Así, orientados por este criterio, se define el interés difuso como 

aquel cuyo objeto (bien apto para satisfacer una necesidad) es de carácter indivisible y por 

tanto no susceptible de apropiación exclusiva.  

 

Existe además una tercera posibilidad para hacer una definición del interés difuso; esto es 

por medio de la utilización al mismo tiempo de los dos criterios antes reseñados. Por medio 

de ésta se define el interés difuso como aquella situación jurídica que pertenece en forma 

idéntica a una pluralidad de sujetos más o menos determinada o determinable, 

eventualmente unificada en una colectividad y que tiene por objeto bienes no susceptibles 

de apropiación y goce exclusivo. 

 

El constituyente de 1991 manifestó que: 

 

 � no es tarea fácil precisar el concepto y alcance de de estos derechos, por 

cuanto la colectividad en cabeza de la cual deben estar radicados carece de 

personería jurídica formal y en consecuencia, no es en principio sujeto de 

derechos y obligaciones. Sin embargo, la dimensión e importancia de los 

derechos colectivos se evidencia cuando se vulneran o se desconocen los 

intereses que ellos encarnan, ya que, en tales circunstancias, se produce un 

agravio o daño colectivo. Así acontece, por ejemplo, cuando se afectan de 
                                            
7 MORENO CRUZ, Pablo Andrés Bernardo. El Interés de Grupo Como Interés Jurídico Tutelado, 
Universidad Externado de Colombia, Bogotá 2002. P. 56 
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manera negativa el medio ambiente y los derechos de los consumidores. La 

lesión resultante perjudica, con rasgos homogéneos, a un conjunto o a todos 

los miembros de la comunidad y, por tanto, rebasa los límites de lo 

individual8.  

 

Con esto, la Corte Constitucional reconoce a la colectividad como titular de intereses 

independientes de los individuos que la conforman. 

 

De tal forma, puede afirmarse que �el interés difuso es aquella situación jurídica digna de 

tutela, en cabeza de una colectividad mas o menos determinada o determinable, entendida 

como una porción amplia o vasta de la humanidad, titular de una necesidad diferente de las 

necesidades de sus miembros, a ser satisfecha por un bien indivisible y no adjudicable a los 

sujetos en particular�9. 

 

El interés difuso en Colombia. Ni la Constitución Política de Colombia de 1991, ni la 

legislación vigente, mencionan el concepto de interés difuso. 

 

El Artículo 88 de la Constitución Política es del siguiente tenor: �La Ley regulará las 

acciones populares para la protección de los derechos e intereses colectivos�� La Ley 472 

de 1998, por medio de la cual se desarrolló el artículo 88 de la Constitución establece que 

las acciones populares son los medios procesales para la protección de los derechos e 

intereses colectivos y en su artículo 4 desarrolla en forma no taxativa lo que para el 

legislador son los derechos e intereses colectivos, demostrándose cómo la normatividad 

colombiana no se refiere al concepto de interés difuso. 

 

                                            
8  ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE DE 1991, Gaceta Constitucional No. 46, Bogotá, lunes 15 
de abril de 1991, Pág. 21. 
9 MORENO CRUZ, Pablo Andrés Bernardo. El Interés de Grupo Como Interés Jurídico Tutelado, 
Universidad Externado de Colombia, Bogotá 2002, P. 59 
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La jurisprudencia colombiana se ha encargado de subsanar las omisiones constitucionales y 

legales y ha hecho pronunciamientos al respecto. En la sentencia C-215 de 1999, la Corte 

señaló:  

 

La Constitución de 1991 no distingue, como lo hace la doctrina entre 

intereses colectivos e intereses difusos, para restringir los primeros a un grupo 

organizado y los segundos a comunidades indeterminadas, pues ambos tipos 

de intereses se entienden comprendidos en el término colectivos. Las acciones 

populares protegen a la comunidad en sus derechos colectivos y por lo 

mismo, pueden ser promovidas por cualquier persona a nombre de la 

comunidad cuando ocurra un daño a un derecho o interés común, sin más 

requisitos que los que establezca el procedimiento regulado por la Ley10.  

 

De igual forma El Consejo de Estado se pronunció al respecto, cuando intentó realizar la 

diferencia entre los intereses difusos y los intereses colectivos: �En nuestro País, la 

Constitución de 1991 no hace referencia a los intereses difusos, pero ello no significa que 

se hayan excluido de nuestra normatividad�11. 

 

Con los conceptos anteriores, según los cuales dentro del concepto de derechos e intereses 

colectivos debe entenderse incluido el de difusos, se superan las omisiones constitucional y 

legislativa. Sin embargo, doctrinariamente los conceptos de derecho e interés colectivo no 

resultan equiparables al de interés difuso, en especial al de interés colectivo, por cuanto 

estos últimos son especies de un género cual es el de los intereses de grupo con objeto 

indivisible. 

 

                                            
10 Corte Constitucional Colombiana, MP: SÁCHICA MENDEZ, Martha Victoria, sentencia C-215, Bogotá,  
abril de 1999. 
11 Ídem. 
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En resumen, la jurisprudencia colombiana en contadas ocasiones se ha referido a los 

conceptos de interés difuso, de interés colectivo y el de derecho colectivo, sin que al 

pronunciarse respecto de ellos haga distinción alguna. No obstante se debe recordar que el 

interés difuso se define como �aquella situación jurídica digna de tutela, en cabeza de una 

colectividad mas o menos determinada o determinable, entendida como una porción amplia 

o vasta de la humanidad, titular de una necesidad diferente de las necesidades de sus 

miembros, a ser satisfecha por un bien indivisible y no adjudicable a sujetos en 

particular�12. 

 

2.2  EL DERECHO Y EL INTERÉS COLECTIVO 

 

Como se ha dicho, tanto la Constitución Política colombiana como la legislación vigente se 

refieren a los dos conceptos sin ninguna distinción: 

 

Es así como el capítulo 3 del título II se refiere a los derechos colectivos y del 

ambiente. De otra parte, en el artículo 88 puntualiza cómo la Ley regulará las 

acciones populares para la protección de los derechos e intereses colectivos. 

En el mismo sentido la Ley 472 de 1998, por medio de la cual se desarrolla el 

artículo 88 de la Constitución Política, ordena en su primer artículo que 

dentro del objeto de la Ley se encuentra el de regular las acciones populares 

como mecanismos orientados a garantizar la defensa y protección de los 

derechos e intereses colectivos. En el artículo 4 se determina una lista 

enunciativa de los derechos e intereses colectivos13.      

 

                                            
12 MORENO CRUZ, Pablo Andrés Bernardo. El Interés de Grupo Como Interés Jurídico Tutelado, 
Universidad Externado de Colombia, Bogotá 2002, P. 63 
13 Ídem. P.63 
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�No obstante el interés colectivo tiene que ver con grupos organizados a los cuales, el 

legislador otorga relevancia: como el caso del interés del miembro de una asociación, de un 

partido, de un sindicato o de un colegio profesional�14. 

 

La doctrina señala que el elemento esencial de distinción está en la organización, pues 

mientras los intereses difusos se encuentran en un estadio todavía fluido del proceso de 

agregación de los intereses, en los intereses colectivos existe una relación organizada entre 

los intereses individuales, donde se asegura unidad de tratamiento y uniformidad del 

contenido; esta organización se basa no en la naturaleza del bien apto para satisfacer la 

necesidad, sino en la voluntad de los hombres que forman el grupo. 

 

Por su parte el tratadista Manuel Lozano Higuero y Pinto señala que el aspecto subjetivo 

resulta indispensable al momento de determinar el concepto de interés colectivo y su 

diferencia con el difuso: 

 
Se diferencian ambas categorías de intereses en que mientras los colectivos 

tienen un portador, como ejemplo en las organizaciones profesionales, 

concreto y determinado, en los específicamente difusos este sujeto 

exponencial carece de él (portador) de modo concreto, o bien adolece de 

indeterminación, resultando pues, característicamente difuso15. 

 

El interés colectivo es conforme a la definición dada por la licenciada en derecho María del 

Pilar Hernández Martínez;  

                                            
14 ALPA, Guido. Intereses Difusos. Ed. Digesto, Torino 1993, P. 609. 
15 LOZANO HIGUERO Y PINTO, Manuel. La Protección Procesal de los Derechos Difusos, Ed. Rufino 
García Blanco, 1983. P. 146. 
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El interés cuyos portadores son identificables en virtud de la pertenencia a un 

grupo cuyo elemento unificante está constituido por condiciones de status, de 

calidad subjetiva, de condiciones laborales o profesionales16. 

 

La presencia de la organización de la que se ha hecho referencia es lo que convierte estos 

intereses en una clase diferente, pues al existir un interés jurídico en cabeza de un ente 

exponencial claramente determinado o determinable, su titularidad no puede ser predicada 

en cabeza de una vasta o amplia porción de la humanidad. Sin embargo, el interés difuso, 

de cuyo contenido emanó el colectivo, sigue estando en cabeza de la comunidad, que no 

puede ser privada de la titularidad. 

 

El nacimiento del derecho colectivo responde entonces, de acuerdo a lo dicho por Maria 

Del Pilar Hernández Martínez, al surgimiento de las organizaciones de orden sindical,  

 

El advenimiento mismo de los sindicatos de trabajadores, seguido de la 

correlativa organización, en forma similar, da las categorías patronales y por 

imitación de semejante modelo organizativo por parte de otros sujetos 

reunidos por diversos criterios17.  

 

Para concluir puede entonces definirse el interés colectivo como una situación jurídica 

digna de tutela, en cabeza de una colectividad organizada y determinada, titular de una 

necesidad diferente de las necesidades de sus miembros, a ser satisfecha por un bien 

indivisible y no a los sujetos en particular. 

 

                                            
16 HERNÁNDEZ MARTÍNEZ, María del Pilar. Mecanismos de Tutela de los Intereses Difusos y Colectivos. 
Ed. Instituto de Investigaciones Jurídicas U.N.A.M. México, 2001. P. 91. 
17Ídem. P.92. 
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�Su diferencia con el interés difuso se refiere únicamente a su componente subjetivo, 

puesto que en lo referente al objeto apto para la satisfacción de la necesidad, este continúa 

siendo indivisible y no adjudicable a los miembros de la colectividad ahora organizada�18. 

 

2.3  DIFERENCIA ENTRE DERECHO E INTERÉS EN LOS DERECHOS 

COLECTIVOS Y DIFUSOS 

 

Para entender las definiciones enunciadas basta con transcribir las que con anterioridad se 

han intentado por diversos tratadistas: 

 

�El interés se predica de la actitud voluntaria de un sujeto de derecho para procurarse un 

bien que estima necesario para su satisfacción, mientras que el derecho es el interés 

protegido por una norma jurídica. 

 

Por su parte �� los intereses colectivos se refieren a aquellos vinculados a un grupo de 

personas organizado e identificable, en cambio, los difusos se predican de un grupo de 

personas indeterminado y no organizado como tal�19. 

 

No obstante, un interés difuso puede convertirse en colectivo cuando el grupo afectado se 

identifica y organiza. 

 

�Determinar la existencia de un interés depende de un análisis subjetivo, mientras que la de 

un derecho parte de un apreciación objetiva como es la de constatar la consagración de una 

conducta y de su consecuencia en el ordenamiento jurídico�20. 

                                            
18 MORENO CRUZ, Pablo Andrés Bernardo. El Interés de Grupo como Interés Jurídico Tutelado, Op. Cit., P. 
54.  
19 BEJARANO GUZMÁN, Ramiro. Las Acciones Populares. Ed. Forum Pacis 1993. P. 30. 
20 VARGAS, María Claudia, CARDONA, Andrés. Los Derechos Colectivos en la nueva Constitución Política 
de Colombia. Ed. Universidad Externado de Colombia, Facultad de Derecho, 1992. P. 38. 
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De tal manera cualquier miembro de nuestra comunidad afectada en un interés, sobre 

bienes no apreciables que atañen a todos, está legitimado o en su derecho, para obtener la 

defensa o protección judicial de ese interés en materia ambiental, no en representación de 

los titulares de ése interés sino de todo el conglomerado social, por vía judicial. Los 

beneficiarios de los derechos colectivos son agrupaciones de individuos subjetivamente 

indeterminados que gozan o pueden gozar de la satisfacción de un interés común. Esto 

significa que los derechos colectivos implican, obviamente, la existencia de sujetos 

colectivos, como las naciones, los pueblos, las sociedades anónimas, los partidos políticos, 

los sindicatos, pero también minorías étnicas, religiosas o de género que, pese a tener una 

estructura organizacional, social o cultural, pueden no ser personas jurídicas o morales en el 

sentido reconocido por el derecho positivo. 

Así las cosas, los intereses colectivos se derivan directamente de la consideración de las 

personas como miembros de una comunidad a la que le unen los lazos de solidaridad e 

interrelación permanentes. Tal concepción se deriva ni más ni menos que del marco del 

Estado social de derecho en que se configura el Estado colombiano, y dentro de esta 

concepto, el Estado social de derecho ha supuesto la definitiva superación de la concepción 

individualista del derecho, por lo que el ordenamiento jurídico reconoce y protege tanto 

derechos individuales como derechos colectivos. 

Entendidos los derechos como se les suele entender, es decir, facultades dirigidas a limitar 

y exigir del poder político cierto tipo de acciones u omisiones, debe admitirse que los 

colectivos desbordan este esquema, pues no se basan en la clásica limitación por parte de 

los individuos al poder político estatal, sino que facultan a un cierto poder social para exigir 

del Estado, de los individuos y del sector privado, el cumplimiento de ciertas normas y el 

respeto de ciertas situaciones jurídicas que benefician a la colectividad. 

 

El interés no es más que el objeto de protección del derecho. En lo que concierne a las 

situaciones jurídicas de naturaleza compartida, en Colombia parecería ser irrelevante la 
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distinción entre derechos e intereses, en razón a que en el texto constitucional se les usa 

como una expresión con sentido de unidad. Sin embargo y conforme a lo expuesto, sí 

resultan existentes y evidentes diferencias entre uno y otro concepto.  

 

2.4 EL CONCEPTO DE MEDIO AMBIENTE  

 

Colombia reconoció en el marco de la Organización de Naciones Unidas el derecho al 

medio ambiente como parte de la gama de los derechos humanos, pasando así de ser 

aspiraciones personales a convertirse en derechos con respaldo jurídico. 

 

La Defensoría del Pueblo definió el Derecho Colectivo del Medio Ambiente de la siguiente 

manera: 

 

El medio ambiente es un derecho e interés colectivo reconocido 

constitucional, legal y jurisprudencialmente en Colombia, que busca la 

protección del medio circundante de la vida en la biosfera como son las 

condiciones físicas, químicas y biológicas que rodean un organismo. De 

acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional colombiana, se 

encuentra en conexidad con los derechos fundamentales de aplicación 

inmediata, especialmente la salud y la vida21. 

 

Desde el punto de vista jurisprudencial, la Corte Constitucional colombiana ha dicho:  

 

No hay ninguna duda de que el medio ambiente se está deteriorando y de que 

el fracaso para solucionar la actual degradación ambiental puede amenazar la 

salud y la vida humana. No obstante la claridad y gravedad de este hecho no 

                                            
21 DEFENSORÌA DEL PUEBLO, Memorias de los Mecanismos de Participación, Ed. Imprenta Nacional, 
2001, P. 100. 
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es posible encontrar una opinión unificada acerca de los mecanismos 

jurídicos de protección del derecho del medio ambiente22. 

 

En el ámbito internacional se discute si el derecho al medio ambiente debe estar o no 

consagrado como derecho fundamental y dotado de una protección especial o simplemente 

debe gozar de tal protección especial cuando se encuentre en conexidad con otro derecho 

fundamental. 

 

Desde 1972, año de la declaración de Estocolmo sobre el ambiente humano, la aplicación 

por conexidad se ha reconocido, estableciendo un vínculo entre Derechos Fundamentales y 

Protección Ambiental: �El hombre tiene el derecho fundamental a la libertad, la igualdad y 

adecuadas condiciones de vida, en un ambiente de una calidad que permita una vida de 

dignidad y bienestar�23.  

 

Las naciones Unidas en busca de la protección de un ambiente sano, aprobó el estudio 

denominado Desarrollo Humano Sostenible, el cual definió de la siguiente manera: �Es el 

desarrollo que satisface las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de las 

futuras generaciones de satisfacer sus propias necesidades�24. 

 

De acuerdo a este principio el desarrollo sostenible tiene como uno de sus objetivos la 

equidad intergeneracional:   

 

El desarrollo sostenible reconoce la responsabilidad de cada generación de ser 

justa con la siguiente generación, mediante la entrega de una herencia de 

riqueza que no puede ser menor que la que ellos mismos han recibido. 

                                            
22 Corte Constitucional Colombiana, MP: SÁCHICA MENDEZ, Martha Victoria, sentencia C-215, Bogotá,  
abril de 1999. 
23 URL:http://jmarcano.com/educa. 
24 ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS, Comisión Mundial Sobre Medio Ambiente y Desarrollo. 
Conferencia Estocolmo Junio de 1972,  URL:http://es.wikipedia.org/  
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Alcanzar este objetivo como mínimo requerirá hacer énfasis en el uso 

sostenible de los recursos naturales para las generaciones siguientes y en evitar 

cualquier daño ambiental de carácter irreversible25.  

 

Este principio ha sido desarrollado por la Corte Constitucional colombiana en diversas 

oportunidades. Tal es el caso de la sentencia T-574 de 1996 en la que manifestó:  

 

El desarrollo Sostenible es un proceso para mejorar las condiciones 

económicas, sociales y mantener los recursos naturales y la biodiversidad. De 

ahí que la sostenibilidad ecológica exige que el desarrollo sea compatible con 

el mantenimiento de la diversidad biológica, la sostenibilidad social pretende 

que el desarrollo eleve el control que la gente tiene sobre sus vidas y se 

mantenga la identidad de la comunidad; la sostenibilidad cultural exige que el 

desarrollo sea compatible con la cultura y los valores de los pueblos afectados 

y la sostenibilidad económica pretende que el desarrollo sea económicamente 

eficiente y que sea equitativo dentro y entre generaciones26.      

      

 

 

 

 

 

 

 

 

 
                                            
25 ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS, Comisión Mundial Sobre Medio Ambiente y Desarrollo. 
Conferencia Estocolmo Junio de 1972,  URL:http://es.wikipedia.org/  
26 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA, MP: MARTINEZ CABALLERO, Alejandro, sentencia T- 
574 , Bogotá,  julio de 1999 
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3 ANTECEDENTES HISTÓRICOS Y LEGISLATIVOS 

 

3.1 ANTECEDENTES HISTÓRICOS DE LOS DERECHOS COLECTIVOS Y LAS 

ACCIONES POPULARES 

 

Desde la era pre-cristiana se ha venido hablando de los denominados derechos difusos. Es 

así como de acuerdo a textos griegos, se hace referencia a los mismos según los cuales 

Platón, caminaba con sus discípulos formulando preguntas relativas al ejercicio de derechos 

de carácter colectivo. 

 

Las acciones populares fueron estructuradas en sus elementos constitutivos como acciones 

de derecho privado en el Derecho Romano y en el antiguo Derecho Inglés.  

 

La consolidación y desarrollo de la acción popular en el Derecho Romano 

estuvo ligada al concepto de populus, que existió en la evolución política 

romana, para el cual Cicerón precisó tres elementos del concepto: 

 

1. Que haya una multitud de personas. 

2. Que estén reunidas en un consenso jurídico. 

3. Que busquen una utilidad superior27. 

 

Paralelamente se planteó la noción de res pública que era un concepto más 

abstracto, que se configuraba por el propio populus,  y por los bienes de este. 

El populus no era concebible sin la res pública, necesaria para la realización 

de la utilidad común superior de que habló Cicerón.  

 

                                            
27 SARMIENTO PALACIO, Germán. Las Acciones Populares en el Derecho Privado Colombiano. Ed. 
Banco de la República, 1988. P. 17. 
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El populus alcanzó reconocimiento como ente jurídico y gozaba del 

patrimonio de la res pública popularis romana. Así la noción de populus se 

distinguió de la de población, entendida esta por los habitantes de Roma y 

aquella por los ciudadanos mismos, organizados jurídicamente. Esta 

condición de sujeto de derecho otorgada al populus derivó en su derecho a 

litigar, como titular de algunas acciones y recursos procesales.  

 

El populus, manifestaba su condición de sujeto público en la defensa de 

ciertos derechos privados de los ciudadanos, que revestían especial 

importancia para la comunidad, como lo eran los derechos de los incapaces o 

la libertad misma de los ciudadanos y ejercía también su condición de sujeto, 

en defensa del interés general o del bien común28. 

 

La evolución histórica romana presentó siempre una fuerte relación entre el populus y el 

individuo; el daño causado al populus afectaba también al individuo que instauraba la 

acción, y el ciudadano, al sentirse perjudicado, adquiría un interés real en proteger el 

derecho colectivo lesionado, el bien común que a él concernía directamente. 

 

El ciudadano romano se sintió como pieza constitutiva de la colectividad. Participaba como 

actor popular no solo para hacer valer un derecho propio, sino para lograr un bien común de 

todos los ciudadanos integrantes de ese populus. Los medios procesales que el Derecho le 

ofrecía eran precisamente las acciones y los interdictos populares. El ciudadano que obraba 

como actor popular no tenía el carácter de representante del populus, era solo una expresión 

directa de él, aunque por otro lado actuaba también en defensa de sus propios intereses. 

 

Entonces existieron en la antigua Roma dos acciones de carácter popular: los interdictos 

populares y las acciones populares propiamente dichas.   

                                            
28 Ídem. P. 18. 
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Por medio de ambos el actor defendía el interés público y al mismo tiempo el interés 

privado y particular. Con el interdicto popular, la defensa del interés particular se perseguía 

a través del restablecimiento del interés común vulnerado. En el caso de las acciones 

populares se presentaba el mismo fenómeno de la tutela del interés privado mediante el 

interés común, siendo posible que se causara una multa o indemnización adicional, que iba 

a parar en unos casos a favor del Estado y en otros a favor del actor. 

 

Los interdictos se dividieron en privados y públicos. Los primeros interesaban 

al derecho privado y generalmente estaban relacionados con la posesión y su 

protección. Los interdictos populares tutelaban los intereses públicos, 

religiosos o sociales del populus, cuya legitimación estaba conferida a todo 

ciudadano como integrante del mismo populus. El derecho alegado pertenecía 

a la comunidad, pero también al actor como ciudadano29.   

 

Como ejemplo de algunos interdictos populares podemos citar los siguientes: 

 

El interdicto de utilitatae publicae causa que se dividía en interdictos generales y 

especiales. Los primeros se referían a todos los lugares públicos y los segundos a ciertos 

bienes de uso público en especial. Los interdictos especiales afectaban vías y caminos 

públicos, los ríos, el mar, su litoral, los lagos, lagunas, estanques, acueductos y cloacas 

públicas, etc. 

 

El interdicto ne quid loco publico fiat se aplicó a los lugares públicos que estaban 

destinados al uso de todos loe edificios y monumentos, calles rutas, caminos, carreteras, 

termas e incluso a los campos públicos. 

 

                                            
29 Ibíd. P. 19. 
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El interdicto de locis et itineripus publicis  se refería a los bienes y caminos públicos. Fue 

también orientado hacia cualquier lugar público e impedir que se construyera en el lugar 

público edificios y monumentos. 

 

Algunos interdictos especiales eran verdaderas acciones de protección ecológica y del 

medio ambiente que envidiarían las legislaciones modernas: 

 

El interdicto viis e itineribus podría ser concedido contra los impedimentos 

de las reparaciones y contra los impedimentos del uso de las vías. Para evitar 

que el demandante reparara directamente las vías, el pretor producía un 

interdicto por el cual prohibía que lo hiciera. También contra el impedimento 

del uso de los caminos y vías públicas con el objeto de proteger su libre 

utilización30. 

 

Los interdictos de fluminibus et rivis que comprendían aquellos concebidos 

para el caso de obras ilícitas que impidieran la navegación o que alterasen el 

curso de las aguas de los ríos públicos. Los otorgados contra los obstáculos a 

la reparación en dichos ríos públicos o sus orillas, y por último los interdictos 

que facilitaban la navegación31. 

 

El interdicto contra las limitaciones a la navegación al uso del mar y su 

litoral. Los juristas romanos colocaron, con razón, el mar entre las cosas 

comunes y por esto el pretor concedía un interdicto prohibitivo para todos los 

casos en los que se impidiera la navegación por mar, el uso de sus puertos, el 

estacionamiento de barcos o su tránsito32. 

 

                                            
30 Ídem. P. 23. 
31 Ibid. P. 24 
32 Ibid. P.25 
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El interdicto protector de los acueductos. 

 

Algunas de las acciones populares propiamente dichas, creadas en las distintas etapas y que 

más se destacan por su analogía con las acciones populares modernas, son las siguientes: 

 

Actio de efussis et deiectis, para garantizar la seguridad en las calles de la 

ciudad. El pretor otorgó esta acción contra los que derramaran o arrojaran 

líquidos o sólidos causando daños a las cosas, o herida o muerte a un hombre 

libre. Esta acción contempló tres casos distintos: a) Que se dañen las cosas. b) 

Que muera un hombre libre. c) Que se causen daños o heridas a un hombre 

libre. Cada una de las anteriores generaba diferente tipo de indemnización. En 

el primero se señalaba el doble del daño causado; en el segundo, cincuenta 

mil sestercios; en el tercero, se dejaba al arbitrio del juez. 

 

Actio de posetis et suspensis, concedida contra aquellos que suspendieran o 

colgaran objetos de las casas habitadas por ellos, con el consiguiente peligro 

de que dichos objetos cayeran a la vía o sobre los transeúntes, o las cosas que 

portaban ellos, con la posibilidad de provocar daños o accidentes a las 

personas o las cosas. El causante de la amenaza era objeto de una pena de de 

diez mil sestercios, hubiera o no lugar al accidente. 

 

Actio edilicia de feris, con el fin de prohibir la tenencia de animales 

peligrosos en sitios públicos, para garantizar la tranquilidad y seguridad de 

los  transeúntes. La acción era dirigida contra quien portaba la fiera. También 

generaba tres tipos de pena: si perecía el hombre libre, la pena era de dos mil 

sestercios, si se causaba apenas un daño, lo que el juez considerara bueno y 
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justo, y si se causaba daño a una cosa, se tenía que pagar el doble de los 

perjuicios33.  

 

3.2 ANTECEDENTES CONSTITUCIONALES DE CARÁCTER MEDIO 

AMBIENTAL 

 

El primer texto constitucional del que se tiene conocimiento que de alguna manera incluyó 

normas de carácter ambiental fue la Constitución Política de Polonia de Julio de 1952 que 

en su oportunidad señaló que los ciudadanos tienen derecho al aprovechamiento de los 

valores del ambiente natural y el deber de defenderlos. 

 

De igual manera la Constitución Política de Yugoslavia de 1974 incluyó obligaciones para 

el estado en el sentido de proteger la naturaleza. Así mismo lo hicieron Checoslovaquia, 

Bulgaria, y Hungría en sus Constituciones de 1960, 1971 y 1972, respectivamente. 

 

En constituciones como la del Estado norteamericano de Pensilvania han reconocido que 

todos los recursos naturales son propiedad de todo el pueblo, incluyendo a las generaciones 

que están por venir. 

 

Posteriormente la Constitución de Portugal emula la constitución Polaca de 1954 diciendo 

que todos tienen derecho a un ambiente humano de vida saludable y ecológicamente 

equilibrado y el deber de defenderlo. 

 

En el ámbito latinoamericano, la constitución peruana de 1979 incluyó en sus líneas el 

mismo postulado de protección medioambiental. 

 

                                            
33 Ídem. P. 24. 
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La compleja historia política reciente de la gran mayoría de los 20 países que 

componen América Latina han llevado a una renovación de sus instituciones, 

lo que se ve reflejado, entre otras cosas, en cambios constitucionales: en el 

último cuarto de siglo, 14 de los 20 países de la región se han dado nuevas 

constituciones políticas, que de diversas maneras han procurado incorporar 

las modernas preocupaciones de la sociedad latinoamericana. Esto ha 

permitido, entre muchas otras novedades, que en estas nuevas constituciones 

figuren un número importante de disposiciones que se refieren a la 

preocupación del medio ambiente y la promoción de un modelo de desarrollo 

sostenible. 

 

Así ha ocurrido  con las Constituciones de Panamá (1972), Cuba (1976), Perú 

(1979 sustituida en 1993), Ecuador (1979 sustituida en 1998), Chile (1980), 

Honduras (1982), Haití (1982), El salvador (1983), Guatemala (1985), 

Nicaragua (1987), Brasil (1988), Colombia (1991), Paraguay (1992), 

Argentina (1994) y Venezuela (1999). Algunas veces estos principios han 

sido incorporados por reformas a Constituciones anteriores a 1972, como ha 

sucedido con la constitución mexicana de 1917 (reformada en 1987 y 1999), 

con la Constitución costarricense de 1949 (reformada en 1994) y con la 

constitución uruguaya de 1966 (reformada en 1996). Otras veces, los 

principios ambientales establecidos han sido profundizados, como ha sido el 

caso de las constituciones políticas de Panamá y Cuba.34  

 

En el caso de Colombia en particular, el texto de la misma permite hacer varias 

afirmaciones que se desprenden de la literalidad del texto, primero, que se adoptó el modelo 

casi mundial de desarrollo sostenible, que a su vez impone al estado la obligación de 

proteger todos los recursos naturales, igualmente incluye el reconocimiento del derecho al 
                                            
34 BEJARANO GUZMÁN, Ramiro. Aspectos Comunes a las acciones populares y de grupo. Ed. Universidad  
Externado de Colombia. 2001. P. 268. 
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goce de un ambiente sano; adoptó principalmente el mecanismo de participación ciudadana 

para efectos de protección del medio ambiente y por último, otorgó autonomía a las 

autoridades ambientales existentes.  

 

3.3 ANTECEDENTES LEGISLATIVOS DE LAS ACCIONES POPULARES 

 

Con anterioridad al siglo XIX se reconoció sistemáticamente categoría jurídica a los 

intereses legítimos y a los derechos subjetivos, exigiendo una estrecha relación entre la 

norma y el interés particular, razón por la que quedaban marginados los derechos 

colectivos. 

 

La protección a estos derechos comenzó su desarrollo a principios de los años setentas, en 

países como Estados Unidos, Francia, Australia, Canadá y Gran Bretaña, legitimando la 

acción de un ciudadano para la defensa del interés público o en defensa de la legalidad 

objetiva que ha sido puesta en peligro por el Estado o por los particulares.  

 

Fue así como en los Estados Unidos de América, en 1974 se facultó al ciudadano corriente 

a demandar a todo agente contaminador, entendiendo como tal al Estado o a un particular, 

por daños previstos por la Ley, aún sin haber sufrido ningún perjuicio. 

 

Por su parte Italia, se incluyó en esta corriente con la Ley 765 de 1991, según la cual 

cualquier ciudadano puede cuestionar la legitimidad de las autoridades para edificar. 

 

En España, la Ley de suelos (1966), otorgó acción pública contra los planes de ordenación 

que infrinjan la Ley. 

 

En nuestro continente, Brasil y Argentina fueron pioneros en el desarrollo legal para este 

tipo de acciones. La Ley 4717 y el Código de Proceso Civil de 1976 de Brasil conceden 

acciones populares contra actos de la administración federal que afecten el bienestar 
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general, ocasionen perjuicios al uso del dominio público o afecten aspectos estéticos, 

artísticos o históricos.  

 

En 1981 la Ley de la Política Nacional del medio ambiente, introdujo la primera acción 

pública o colectiva para la protección del medio ambiente en Brasil, otorgando legitimación 

al Ministerio Público, creando la posibilidad de que ingresara en juicio para buscar la 

reparación, la reconstrucción o la indemnización por el daño ambiental y la responsabilidad 

objetiva. Desde ese momento el Ministerio Público se organizó en ese sentido y hoy en día 

existen más de dos mil acciones públicas ambientales 

 

La República Argentina es quizá, la que en principio desarrolló una legislación seria y 

definida para la protección de los derechos colectivos, a través de la Ley 10000, que le dio 

legitimación al ciudadano en varios asuntos: 

 

- Lesión a la salud pública. 

- Lesión a la conservación y preservación de la flora, la fauna y el paisaje. 

- Lesión al ecosistema ambiental. Que incluye la contaminación de aguas, 

polución atmosférica y degradación de suelos. 

- Lesión al patrimonio histórico, artístico y cultural. 

- Lesión a la correcta comercialización de mercaderías a la población. Que 

incluye publicidad engañosa sobre determinada calidad o característica 

del producto, vicios o defectos en uno o más ejemplares de una serie, 

información falsa o deficiente sobre su uso, ruptura de la cadena de frío, 

etc. 

- Valores similares de la comunidad. 

 

La provincia de La Pampa con la Ley 1352, introdujo un diseño audaz para las acciones 

populares ciudadanas: 
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- Medida cautelar innovativa: consistente en un verdadero proceso 

preliminar, que otorga a los jueces facultades para detener en su origen la 

actividad dañosa o peligrosa para los consumidores o para  el ambiente. 

 

- Acción de reposición: Acción que obliga al causante a restaurar las cosas 

a su estado anterior, siempre que fuere posible. 

 

- Acción de compensación pecuniaria por el daño colectivo: Se ejerce con 

independencia de la acción individual por daños y perjuicios y con destino 

a un fondo de garantía. 

 

Revisión de la cosa juzgada: Otorga al juez la facultad de revisar la sentencia 

si los daños originales se agravan, durante un lapso improrrogable de dos 

años35. 

 

3.3.1 Antecedentes legislativos de las acciones populares en Colombia. Como se ha 

logrado determinar, luego del surgimiento del concepto de desarrollo humano sostenible, la 

legislación colombiana ha dado gran importancia al tema medio ambiental. Derivado de 

éste se ha sostenido la tesis según la cual son tan insostenibles desde el punto de vista 

medio ambiental y social el modelo de despilfarro de los Países desarrollados, como el de 

pobreza y subdesarrollo de los países tercermundistas. 

 

Siendo Colombia uno de los países con más biodiversidad del planeta, tiene una serie de 

problemas de difícil solución: Los ecosistemas han sido transformados para cultivar 

productos no óptimos, se dedican a la siembra de pastos, tierras que tienen aptitud agrícola; 

a la agricultura, tierras con vocación boscosa y se sobreexplotan recursos con recuperación 

                                            
35 NICOTRA, Norberto. Experiencias Internacionales Sobre los Mecanismos de Protección de los Derechos 
Colectivos, en Acciones Populares y de Grupo, Defensoría del Pueblo. 2001   
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baja. En ecosistemas como bosques secos del Caribe, ha sido modificado más del 95% del 

entorno natural, al igual que el 70% de los bosques andinos36. 

 

Sumado a lo anterior hay que decir que además de la deforestación y la contaminación de 

las aguas, existe un problema que ha venido a sumarse en las últimas décadas; el conflicto 

armado y su inseparable acompañante, el narcotráfico que ha destruido el equilibrio de los 

más grandes ecosistemas del País: La Orinoquía, El Pie de Monte Llanero, La Altillanura, 

el Borde de la Selva Amazónica, la Sierra de la Macarena y la Sierra Nevada de Santa 

Marta.  

 

No obstante lo anterior es evidente la preocupación existente en el País por el asunto 

medioambiental, la existencia de legislación especial desde hace más de treinta años así lo 

demuestra. 

 

En 1968 se creó el INDERENA para efectos de protección del medio ambiente. Con 

posterioridad se promulgó el Código Nacional de Recursos Naturales por medio del 

Decreto 2811 de 1974, luego en 1991, como ya está dicho, la Constitución Política incluyó 

varias disposiciones de carácter medio ambiental, para llegar al punto de ser conocida en 

varios círculos como la Constitución ambiental. En 1993 se avanzó con miras a la 

protección del medio ambiente creando el Sistema Nacional Ambiental SINA, la creación 

del Sistema Nacional de Parques Naturales que reúne el 9% del territorio Nacional, la 

creación de los Departamentos Administrativos del Medio Ambiente, la Creación del 

Ministerio competente, que conforme a lo dispuesto en la Ley 790 de 2002 se denomina 

Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial37,  las ecorregiones estratégicas 

                                            
36 MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE, Una aproximación al estado de la gestión ambiental de las 
ciudades en Colombia. Ed. Panamericana, 2002. P. 56. 
 
37 La Ley 790 del 27 de Diciembre de 2002, expidió disposiciones para adelantar el programa para la 
renovación de la Administración Pública, fusionó el Ministerio del Interior con el Ministerio de Justicia y el 
Derecho y, los Ministerios de Comercio Exterior y Desarrollo Económico, denominándolo Ministerio de 
Comercio, industria y turismo. No obstante, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y desarrollo territorial 
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que no tienen limitaciones político  - administrativas. Vale decir además, que todos los 

anteriores planes y entidades cuentan con mecanismos de sostenibilidad financiera basada 

en las disposiciones contenidas en la Ley 99 de 1993.  

 

En Colombia, la legislación aplicable para el caso específico de las acciones populares se 

encontró hasta hace muy poco en el Código Civil, que consagró acciones populares 

genéricas coma aquellas de los artículos 91, en favor del concebido no nacido; artículo 992, 

con el fin de evitar el peligro que genera un árbol mal arraigado; artículo 994, contra las 

obras que corrompan el aire y lo hagan dañoso; artículo 2355, para solicitar la remoción de 

una cosa que se encuentre en la parte superior de un edificio; los artículos 1005 y 2359, que 

consagraron acciones populares por daño contingente aunque por lo general la doctrina y la 

jurisprudencia ignoraron la institución. 

 

Con posterioridad y en razón a que las acciones populares tenían un campo de acción 

bastante restringido y que carecía de mecanismos procesales ágiles y efectivos se dictaron 

la Ley 9 de 1989, el Decreto Ley 2303 de 1989 y el Decreto 2400 de 1989, que regularon 

específicamente la protección del medio ambiente como derecho colectivo. 

 

Además de las anteriores se puede hacer mención de las acciones consagradas en el Decreto 

Extraordinario 3466 de 1982, para la protección del consumidor, cuyo objeto principal es el 

cobro de perjuicios e indemnizaciones originadas en la violación a las disposiciones que 

favorecen y protegen al consumidor. También la Ley 45 de 1990 y el Decreto 653 de 1993, 

que consagraron acciones de clase o de grupo y cuyo objetivo se dirigió a la protección de 

las personas que se perjudicaran por el ejercicio de prácticas contrarias a la libre 

competencia en el sector financiero y asegurador. 

 

                                                                                                                                     
permaneció intacto y ubicado en el numeral 10 del artículo 7 de la Ley 790 de 2002, que trata del Número, 
denominación, orden y precedencia de los Ministerios.  



 41

Con estos antecedentes legales puede decirse, que este tipo de acciones, es 

decir las acciones populares, no son un tema nuevo en nuestro ordenamiento 

jurídico, por el contrario, puede afirmarse que no obstante haber sido 

consagradas desde hace varias décadas en nuestro sistema legal, lo que 

ocurrió fue que se condenaron al olvido por parte tanto de la doctrina como 

de la jurisprudencia y que en consecuencia su ejercicio fue desperdiciado 

ermitiendo que los derechos que protegen fueran en muchas ocasiones 

vulnerados38.    

 

En 1991 con el nacimiento de la constitución del mismo año, se le dio a las acciones 

populares rango de carácter constitucional. El artículo 88 de nuestra Constitución Política a 

la letra reza:  

 

La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e 

intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la 

seguridad y la salubridad pública, la moral administrativa, el ambiente, la 

libre competencia económica y otros de similar naturaleza que se definen 

en ella.  

 

También regulará las acciones originadas en los daños ocasionados a un 

número plural de personas, sin perjuicios de las correspondientes acciones 

particulares. 

 

Así mismo, definirá los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño 

inferido a los derechos e intereses colectivos.  

 

                                            
38 PISCIOTTI CUBILLOS, Domenico. Los Derechos de Tercera Generación, Los Intereses Difusos o 
Colectivos y sus Modos de Protección, Ed. Universidad Externado de Colombia, 2001. P. 96. 
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El anterior es un nuevo concepto en toda nuestra normatividad pues en los regímenes 

anteriores no existió una norma equivalente. Así el constituyente dejó abierto el concepto 

de este interés jurídico protegido para que fuera determinado por la ley. 

 

En armonía con lo expresado con antelación puede concluirse que el constituyente de 1991 

quiso ampliar, como en efecto lo hizo, el radio de acción de estas acciones con el propósito 

de avanzar hacia ��el desarrollo de un derecho solidario, que responda a los nuevos 

fenómenos de la sociedad como es el daño ambiental, los perjuicios de los consumidores, 

los peligros a que se ven sometidos las comunidades en su integridad física y patrimonial, 

los daños que se causan a las mismas por el ejercicio abusivo de la libertad económica, sin 

consideración a conductas comerciales leales y justas� 39, así como se expuso en la 

Asamblea Nacional Constituyente.   

 

El artículo en cita fue reglamentado por la Ley 472 de 1998, que regula el ejercicio de las 

acciones populares entendidas como la defensa general de los derechos e intereses 

colectivos, incluyendo y no derogando, las acciones populares especiales preexistentes 

hasta la fecha de su entrada en vigencia, razón por la cual el trámite previsto por la Ley 472 

de 1998 es aplicable a las acciones populares que prevé el Código Civil en sus artículo 

1005 y 2359 y en el Decreto 2303 de 1989 y en el Decreto 2400 del mismo año, los cuales 

hacen referencia a la protección del medio ambiente, como se desprende del artículo 4 de la 

ley. 

  

 

 

 

 

                                            
39 ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE DE 1991, Gaceta Constitucional No. 46, Bogotá, lunes 15 
de abril de 1991, Pág. 20. 
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4. DECLARACIONES DE LAS NACIONES UNIDAS CON MIRAS A LA 

PROTECCIÓN DEL MEDIO AMBIENTE 

 

Desde principios de la década del 70, las Naciones Unidas han efectuado diversas 

declaraciones para la protección del medio ambiente, siendo algunas de las más importantes 

las siguientes: 

 

4.1 DECLARACIÓN DE ESTOCOLMO: (Junio de 1972)  

 

Consagró por primera vez en el planeta, el derecho a un ambiente sano, poniendo de 

manifiesto el concepto de los derechos ambientales en cabeza de los seres humanos y su 

responsabilidad en la protección de los mismos para las generaciones futuras. 

 

Recomendó a todos los Estados firmantes la inclusión en sus legislaciones, normas sobre la 

protección al medio ambiente y a los recursos naturales. 

 

El Congreso colombiano aprobó la Ley 23 de 1973, la cual otorgó facultades al Presidente 

de la República para la expedición del Código de Recursos Naturales. 

 

Esta declaración promulga en su preámbulo: 

 

La protección al mejoramiento del medio humano es una cuestión 

fundamental que afecta al bienestar de los pueblos y al desarrollo económico 

del mundo entero, un deseo urgente de los pueblos de todo el mundo y un 

deber de todos los gobiernos.  

 

Para llegar a esta meta será menester que ciudadanos y comunidades, 

empresas e instituciones, en todos los planos, acepten las responsabilidades 

que les incumben y que todos ellos participen equitativamente en la labor 
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común. Hombres de toda condición y organizaciones de diferente índole 

plasmarán, con la aportación de sus propios valores y la suma de sus 

actividades, el medio ambiente del futuro. Corresponderá a las 

administraciones locales y nacionales, dentro de sus respectivas 

jurisdicciones, la mayor parte de la carga en cuanto al establecimiento de 

normas y la aplicación de medidas en gran escala sobre el medio. 

 
La conferencia encarece a los gobiernos y a los pueblos que aúnen sus 

esfuerzos para preservar y mejorar al medio humano en beneficio del hombre 

y su posteridad40.     

 

4.2 DECLARACIÓN DE NAIROBI: (Mayo de 1982) 

 

En esta declaración se exhortó a todos los gobiernos y pueblos del mundo a que asuman su 

responsabilidad histórica, colectiva e individualmente, a fin de velar por el traspaso de 

nuestro planeta a las generaciones futuras en condiciones que garanticen una vida de 

dignidad para todos los seres humanos. 

 

4.3 DECLARACIÓN DE RIO SOBRE EL MEDIO AMBIENTE Y EL 

DESARROLLO (Junio 14 de 1992): 

 

El objetivo principal de esta declaración fue el de alcanzar el desarrollo sostenible 

reconociendo el derecho de los seres humanos a una vida saludable y productiva en 

armonía con la naturaleza, así como el derecho soberano de los Estados para aprovechar sus 

recursos naturales y haciendo explicita la responsabilidad de los mismos de velar por la 

conservación del medio ambiente, en el sentido de evitar que las actividades que se realizan 

                                            
40 ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS, Declaración de Estocolmo, 1972, URL, http:// 
www.un.org/spanish/hr/ 
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bajo su jurisdicción o control causen daño al medio ambiente de otros Estados o en áreas 

fuera de cualquier jurisdicción nacional. 

 

Además de lo anterior abrió las puertas a un gran proceso de participación ciudadana a 

nivel mundial en defensa del medio ambiente, por medio del derecho de cada ciudadano a 

tener acceso adecuado a la información relativa al medio ambiente de que disponen las 

autoridades públicas, incluida la información sobre los materiales y las actividades que 

ofrecen peligro en sus comunidades, así como la oportunidad de participar en los procesos 

de adopción de decisiones. 

 

En Colombia esta declaración fue desarrollada a partir del artículo 69 de la Ley 99 de 1993, 

por medio de la cual se creó el Ministerio del Medio Ambiente. 

 

Sin embargo, las declaraciones de las Naciones Unidas no tienen fuerza vinculante, la 

costumbre internacional de los Estados viene haciendo carrera en el sentido de darle 

cumplimento a estas en la protección del derecho colectivo del medio ambiente. 

 

4.4 CONVENIOS PARA LA PROTECCIÓN DE LA DIVERSIDAD BIOLÓGICA 

 

4.4.1 Convención de Ramsar (febrero 2 de 1971): Busca la protección de los humedales 

de importancia internacional, especialmente como hábitat de aves acuáticas. 

 

Esta convención diseñó los parámetros para la cooperación Internacional en la 

conservación y uso racional de los humedales, definiéndolos como  

 

Las extensiones de marismas, pantanos y turberas, o superficies cubiertas de 

aguas, sean estas de régimen natural o artificial, permanentes o temporales, 
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estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, incluidas las extensiones 

de agua marina, cuya profundidad en marea baja no exceda 6 metros41. 

 

Esta convención fue ratificada por el Estado colombiano por medio de la Ley 357 de 1997, 

y declarada exequible por medio de la sentencia C-582 de la Corte Constitucional.  

 

4.4.2 Convención de Washington (Marzo 3 de 1973): Sobre el comercio internacional de 

especies amenazadas de fauna y flora silvestres.  

 

Celebrada con el fin de proteger todas las especies en vía de extinción que son o pueden ser 

afectadas con el comercio de especímenes. Este comercio debe sujetarse a reglamentación 

estricta con el fin de no aumentar el riesgo de extinción. 

 

Esta convención fue ratificada en Colombia a través de la Ley 17 de 1981. 

 

4.4.3 Convención de Río de Janeiro (Junio 5 de 1982): Sobre diversidad biológica.  

 

Estableció una serie de obligaciones a los países partes para conservar, restaurar y mantener 

ecosistemas con gran biodiversidad. Igualmente impuso obligaciones en relación con la 

transferencia de tecnología y la forma sostenible de proteger la biodiversidad desde el 

punto de vista de la industria biotecnológica. 

 

Sus principales objetivos son la conservación de la biodiversidad biológica, la utilización 

sostenible de sus componentes y la participación justa y equitativa en los beneficios que se 

deriven de la utilización de los recursos genéticos, mediante un acceso apropiado a esos 

recursos y una transferencia apropiada de las tecnologías pertinentes, teniendo en cuenta 

                                            
41 Ídem. 
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todos los derechos sobre esos recursos y esas tecnologías y una financiación sin demasiadas 

limitantes. 

 

Este convenio fue ratificado por el Estado colombiano mediante la Ley 165 de 1994 y 

declarada exequible por la Corte Constitucional en sentencia C-519 de 1994. 

 

4.5 CONVENIO SOBRE PROTECCIÓN ATMOSFÉRICA 

 

Convenio de Viena para la protección de la capa de ozono de Marzo 22 de 1985: Busca 

la protección de la salud de los seres humanos y el medio ambiente de los deterioros de la 

capa de ozono atmosférica. Su objetivo principal es el de adoptar medidas tendientes a 

controlar, limitar, reducir o prevenir las actividades humanas cuando se compruebe que 

tienen efectos negativos sobre la capa de ozono atmosférica. 

 

4.6 PROTOCOLOS Y CONVENIOS RELATIVOS A LAS SUSTANCIAS QUE 

AGOTAN LA CAPA DE OZONO 

 

4.6.1 Protocolo de Montreal: Su principal éxito fue la fijación de plazos máximos para la 

eliminación de la producción y el consumo de las principales sustancias que deterioran la 

capa de ozono. 

 

El convenio fue ratificado por Colombia por la Ley 29 de 1992 y declarado exequible por la 

Corte Constitucional en sentencia C-379 de 1993.  

 

4.6.2 Convenio Marco de las Naciones Unidas Nueva York (Mayo de 1992): Sobre el 

cambio climático.  
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Su objetivo es lograr la estabilización de las concentraciones de gases de efecto invernadero 

en la atmósfera, a un nivel que impida interferencias peligrosas de las actividades humanas 

en el sistema climático. 

 

Este convenio lo ratificó el Estado colombiano por medio de la Ley 164 de 1994. 

 

4.6.3 Protocolo de Kyoto (Diciembre de 1997): Busca reducir el consumo y generación 

de sustancias que calientan la atmósfera terrestre. 
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5. PROYECTOS RELATIVOS AL MEDIO AMBIENTE URBANO TRATADOS EN 

EL CONCEJO DE BOGOTÁ 

 

Entre el año de 1996 a la fecha en el concejo de Bogotá se han tratado los proyectos que a 

continuación se enuncian relativos a la protección, recuperación, fomento y educación 

medio ambiental, dentro de los cuales se encuentran algunos ejecutados y otros como se 

muestra en el siguiente cuadro informativo, todos impulsados por fundaciones de carácter 

medio ambiental. 

 

5.1 GESTIÓN DEL SECTOR PRIVADO EN EL CONCEJO DE BOGOTÁ EN 

RELACIÓN CON EL MEDIO AMBIENTE DE LA CIUDAD42 

 

Entidad Nombre del 
proyecto 

Área 
Temática Municipio Estado 

Fundación 
Herencia Verde 

Apoyo a la 
consolidación de una 
respuesta organizativa 
para prevenir la crisis 
ambiental del parque 
entre nubes, a través 
del fortalecimiento de 
las dinámicas 
comunitarias de la 
corporación parque 
entre nubes 

Medio 
Ambiente 

urbano 

Bogotá  Ejecutado 

Centro de 
investigación y 
educación 
popular  

Gestión ambiental 
urnbana en los bordes 
orientales de Bogotá 

Medio 
Ambiente 

urbano 

Bogotá  Ejecutado 

                                            
42 CONCEJO DE BOGOTÁ, Biblioteca, información obtenida por medio magnético.   
Calle 34 NO. 27 - 36 
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Fundación 
Ecológica 
Bacatá 

Recuperación 
ambiental de las 
zonas verdes de los 
barrios nororientales 
de Usaquén, 
incluyendo las 
quebradas Sarauz y 
San Cristobal 

Medio 
Ambiente 

urbano 

Bogotá  Ejecutado 

Asociación 
Medio 
Ambiente y 
Desarrollo en 
América Latina 
- Enda 

Hacia una cultura de 
reciclaje solidario: 
consolidación de una 
experiencia en las 
localidades de Suna y 
Usaquén. 

Medio 
Ambiente 

urbano 

Bogotá  En 
ejecución 

Corporación 
Ambiental SIE 

Tunjueliñas escuela 
de pensamiento, 
formación y actuación 
ambiental en la 
cuenca del rio 
Tunjuelo 

Niñez Bogotá  En 
ejecución 

Fundación 
Ecológica 
SUASIE 
YEWAE 

Plan de acción 
comunitaria para la 
recuperación 
ambiental de la micro 
cuenca Santa Librada 

Conservación Bogotá  En 
ejecución 

Fundación 
Humedales 

Conservación de 
humedales en la zona 
andina de Colombia 

Conservación Bogotá  Ejecutado 

Asociación 
Bogotana de 
Ornitología 

Humedales 
bogotanos: un tesoro 
para rescatar 

Medio 
Ambiente 

urbano 

Bogotá  Ejecutado 
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Asociación 
Colombiana 
para difusión de 
la ciencia y 
tecnología  

Actividades 
artesanales en la 
escuela, como 
fundamento de 
significación para una 
nueva conciencia 
ambiental en alumnos 
de quinto grado 

Medio 
Ambiente 

urbano 

Bogotá  En 
ejecución 

Asociación de 
Líderes 
Comunitarios de 
Ciudad Bolivar  

Construcción de un 
parque de recreación 
pasiva para los 
habitantes del barrio 
Arborizadora Baja de 
la localidad de 
Ciudad Bolívar 

Medio 
Ambiente 

urbano 

Bogotá  Cancelado 

Asociación para 
el desarrollo 
social y 
ambiental 

Plan de manejo 
integral y comunitario 
para la recuperación y 
protección del 
humedal El Jabonque 
ubicado en Engativa 

Medio 
Ambiente 

urbano 

Bogotá  En 
ejecución 

Asociación para 
la defensa de la 
vida 

Manejo integral de 
residuos sólidos 
domésticos para 
mejorar la calidad de 
vida y recuperar los 
espacios públicos en 
el barrio Morabia II 
de Kennedy 

Medio 
Ambiente 

urbano 

Bogotá  En 
ejecución 

Cooperativa de 
ecoservicios 
rescatar esp 
Ltda 

Sistema 
Metropolitano de 
reciclaje Bogotá en 
equilibrio. 

Medio 
Ambiente 

urbano 

Bogotá  En 
ejecución 
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Corporación 
Horizontes - 
Proyectos con la 
comunidad 

Proyecto piloto de 
gestión ambiental en 
manejo integral de 
residuos urbanos a 
través de estrategias 
de carácter 
pedagógico, 
administrativo, 
comunicativo y 
operativo que 
permitan el cambio de 
hábitos en conjuntos 
residenciales de 
estratos 3,4 y 5 de la 
localidad de Usaqén. 

Medio 
Ambiente 

urbano 

Bogotá  En 
ejecución 

Fundación 
matarredonda 
unión temporal 

Conservación y 
manejo sostenible de 
tres zonas del Páramo 
de Bogotá 

Medio 
Ambiente 

urbano 

Bogotá  En 
ejecución 

Fundación Alma Educación ambiental 
participativa en el 
Humedal Juan 
Amarillo 

Medio 
Ambiente 

urbano 

Bogotá  En 
ejecución 

Fundación avp 
para el 
desarrollo social 

Centro piloto de 
educación nueva 
Tibabuyes: una nueva 
escuela ambiental en 
construcción 

Medio 
Ambiente 

urbano 

Bogotá  En 
ejecución 

Fundación 
Humedal La 
Conejera 

Rehabilitación de 
Hábitats acuáticos del 
Humedal La Conejera 
fase I, protección de 
especies en peligro de 
extinción y 
fortalecimiento de la 
visión racional al 
interior de la 
comunidad local 

Medio 
Ambiente 

urbano 

Bogotá  En 
ejecución 
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Fundación para 
la conservación 
del patrimonio 
natural - 
Bicolombia. 

Manual de mamíferos 
de Colombia 

Conservación Bogotá  Aprobado 

U.t. 
recuperemos el 
humedal El 
Jaboque 

Recuperación de los 
valores y funciones 
ecológicas del 
humedal El jaboque,  
de la localidad de 
Engativá. 

Medio 
Ambiente 

urbano 

Bogotá  Cancelado 

Asociación de 
Recicladores de 
Bogotá 

Plan estratégico de 
desarrollo del sector 
organizado de los 
recicladores con 
miras a su inclusión 
en el sistema 
operativo de reciclaje 
en la implementación 
del plan maestro de 
manejo de residuos 
sólidos para Bogotá 

Medio 
Ambiente 

urbano 

Bogotá  Aprobado 

Fundación 
estación 
biológica 
Bachaqueros 

Propuesta de 
restauración 
ecológica y 
producción sostenible 
en el bosque alto 
andino de la cuenca 
media y alta del rio 
Teusacá 

Mix Bogotá  Aprobado 
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5.2 PROYECTOS DE ACUERDO MEDIO AMBIENTALES TRAMITADOS EN EL 

CONCEJO DE BOGOTÁ43 

 
 

Autor Proyecto de 
acuerdo 

Área 
temática 

Municipio Año Estado 

Luis 
Eduardo 
Barrios 

Red Distrital de 
Reciclaje 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2003 Archivado 

Pedro 
Rodríguez  

Gestión de 
Residuos 
Peligrosos 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2003 Archivado 

Marco F. 
Pinedo 

Revivamos 
parques como 
medio ecológico 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2004 Archivado 

Alejandro 
Martínez 

Regulación del 
reciclaje 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2004 Archivado 

Guillermo 
Cortes 

Descontaminación 
de Aguas de la 
quebrada 
Chiguaza 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2004 Sin  
Info. 

Rafael 
Santisteban 

Contribución para 
la protección de 
humedales de 
Bogotá 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2004 Archivado 

Apóstol G. 
Alonso 

Reglamentación 
de ventas 
ambulantes 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2004 Sin  
Info. 

Maria 
Susana 

González 

Plan Maestro de 
Estacionamiento 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2004 Archivado 

Sin Normas sobre 
contaminación 
por ruidos 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2004 Ponencia 
negativa 

Leo Cesar 
Diago 

Protección de 
medio ambiente 
reconvirtiendo el 
parque automotor 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2005 Archivado 

                                            
43 CONCEJO DE BOGOTÁ, Biblioteca, información obtenida por medio magnético.   
Calle 34 NO. 27 - 36 
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Alfonso 
Prada y 

otro. 

Regulación del 
uso del suelo para 
estacionamientos 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2005 Ponencia 
Positiva 

Mario 
Suárez 
Malo y 
otros 

Cerramientos para 
zonas verdes de 
conjuntos 
residenciales 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2005 Ponencia 
positiva 

Leo Cesar 
Diago 

 
 
 
 

Creación de 
consejos medio 
ambientales en los 
colegios 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2005 Sin  
Info. 

Francisco 
Noguera 
Rocha 

Disposiciones que 
promueven la 
responsabilidad 
social de las 
empresas con 
relación a la 
protección del 
medio ambiente 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2005 En trámite 

Leo Cesar 
Diago 

Autoriza al 
departamento 
administrativo del 
medio ambiente, 
dama, para 
conformar una 
sociedad de 
economía mixta 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2005 En trámite 

Francisco 
Noguera 
Rocha Y 

Otros. 

Se dictan normas 
para proteger y 
preservar el medio 
ambiente, 
mediante la 
conversión a 
combustibles y/o 
tecnologías 
limpias del parque 
automotor en el 
distrito capital 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2005 En trámite 

Maria 
Susana 

Se dictan normas 
para la 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2005 En trámite 
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González 
Roncancio 

preservación y 
conservación del 
medio ambiente 
en Bogotá D.C. 

Guillermo 
Cortes y 

Otro 

Por el cual se 
dictan normas 
para proteger y 
preservar el medio 
ambiente, 
mediante la 
conversión a 
combustibles y/o 
tecnologías 
limpias del parque 
automotor en el 
distrito capital 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2006 En trámite 

Orlando 
Ferreira y 

Otro 

Por el cual se 
establecen 
medidas de 
seguridad 
industrial para la 
preservación del 
medio ambiente y 
se dictan otras 
disposiciones. 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2006 En trámite 

Guillermo 
Peñate 

Supelano 

Por el cual se 
dictan normas 
para proteger y 
preservar el medio 
ambiente 
mediante el uso 
de combustibles y 
tecnologías 
limpias del parque 
automotor en el 
distrito capital. 
 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2006 En trámite 
 

Álvaro 
Argote 
Muñoz 

Por el cual se 
fomenta el arte 
urbano en el 
espacio público 
del distrito capital 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2006 En Trámite 
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de Bogotá y se 
dictan otras 
disposiciones 

Leo Cesar 
Diago 

Casabuena 

Por el cual se 
dictan normas 
para proteger y 
preservar el medio 
ambiente 
mediante el uso 
de combustibles y 
tecnologías 
limpias del parque 
automotor en el 
distrito capital. 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2007 En trámite 

Jorge 
Durán 
Silva 

Por el cual se 
establecen 
restricciones para 
realizar el 
expendio de 
bebidas 
alcohólicas en 
zonas aledañas a 
establecimientos 
educativos y 
médicos y para 
consumirlas en el 
espacio público. 
 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2007 En trámite 

Leo Cesar 
Diago 

Por el cual se 
varía el destino de 
un bien de uso 
público y se 
autoriza su canje 
atendiendo los 
criterios de déficit 
cuantitativo de 
espacio público en 
el distrito capital 
y se dictan otras 
disposiciones. 
 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2007 En trámite 

Atiquigua Sobre el agua de Medio Bogotá 2007 En trámite 
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Izquierdo Bogotá Ambiente  
Carlos 
Vicente de 
Roux 
Rengifo 

 

Por el cual se 
dispone que el 
gobierno distrital 
desarrolle 
gestiones 
tendientes a 
sensibilizar a los 
propietarios de 
vehículo 
particular para 
que realicen 
voluntariamente 
el mantenimiento 
y la revisión de 
gases  
 

Medio 
Ambiente 

Bogotá  2007 En trámite 

Carlos 
Albert 
Baena 

López y 
Otro 

Por el cual son 
establecidos los 
estándares de 
calidad ambiental 
para radiaciones 
no ionizantes (0 
Hz. a 300 GHz.) 
en el perímetro 
urbano del 
Distrito Capital y 
son dictadas otras 
disposiciones. 

Medio 
Ambiente 

Bogotá  2007 En trámite 
 

Bruno Díaz 
y Otro 

Por el cual se 
ordena la 
incorporación de 
criterios de 
calidad de vida, 
en la publicidad 
visual exterior que 
se ubique en el 
perímetro urbano 
de bogotá, d.c., y 
se dictan otras 
disposiciones. 
 

Medio 
Ambiente 

Bogotá 2007 En trámite 
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Entre el año de 2003 y el mes de Julio de 2007, en el Concejo de Bogotá, se han tramitado 

28 proyectos de acuerdo relativos a la protección, conservación, fomento y educación 

medio ambiental. 

 

De la información recaudada se puede determinar cómo de dichos proyectos siete han sido 

archivados y uno tuvo ponencia negativa en primer debate. Es decir, ocho de los 19 

proyectos, cerca del 50% de los mismos, no llegaron a feliz término en el sentido que no 

lograron convertirse en acuerdos tendientes a la protección medio ambiental de la ciudad, 

no obstante la importancia de su contenido, pues dentro de los mismos se encontraban 

temas tan sensibles como los relativos al reciclaje, la gestión de residuos peligrosos o el 

relativo a la contaminación por ruidos y que nunca fueron radicados nuevamente por sus 

autores para una nueva tramitación. 

 

Es importante resaltar el interés de las diversas fundaciones y ONG´s en el tema medio 

ambiental. Proyectos tan importantes para la conservación de las especies, recursos 

hídricos, protección de humedales, cuencas de ríos, y bosques no solo han sido presentados 

a consideración del Concejo bogotano, sino que con el apoyo del mismo han sido 

ejecutados o se encuentran actualmente en ejecución. 

     

Así las cosas, lo que se demuestra con la actividad del Concejo de Bogotá, con la 

colaboración e interés de la ciudadanía, que como ya se dijo ha impulsado diversidad de 

proyectos tendientes a la protección, conservación, restauración y educación medio 

ambiental, es que en realidad el interés por la protección de nuestro entorno y del desarrollo 

sostenible, es una corriente de la cual no se ha quedado atrás la ciudad.  

 

No se trata por su puesto de evadir la realidad y considerar que todo esta hecho o 

solucionado, pero si puede decirse que es un buen comienzo con miras a consolidar no solo 

una normatividad eficaz y suficientemente sólida, sino un proyecto a mediano plazo de 

concientización de la población en general, pero especialmente la de edad escolar, que debe 
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rendir sus frutos de forma inmediata, en el sentido que son personas que crecerán con  

nuevos conceptos relacionados con el futuro del medio ambiente y en consecuencia del 

estilo de vida de la humanidad.       
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6 LA PROTECCIÓN MEDIO AMBIENTAL DE LA LEY 472 DE 1998 

 

Como es claro, la Ley 472 de 1998 regula las acciones populares y de grupo, incluyendo en 

su artículo 4 un listado de derechos e intereses colectivos, dentro del cual se encuentran los 

siguientes literales relativos al medio ambiente:    

 

a. El goce de un ambiente sano, de conformidad con lo establecido en la 
Constitución, la ley y las disposiciones reglamentarias; 

b. � 
c. La existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento 

racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución. La conservación de las especies 
animales y vegetales, la protección de áreas de especial importancia 
ecológica, de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas, así como los 
demás intereses de la comunidad relacionados con la preservación y 
restauración del medio ambiente. 

d. El goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso 
público. 

e. � 
f. � 
g. La seguridad y salubridad públicas. 
h. EL acceso a una infraestructura de servicios que garantice la salubridad 

pública.  
i. � 
j. � 
k. La prohibición de la fabricación, importación, posesión, de armas químicas, 

biológicas y nucleares, así como la introducción al territorio nacional de 
residuos nucleares o tóxicos. 

 

Dentro del contenido de la Ley, se encuentra un principio orientador que llama la atención 

y es el que otorgó facultad al juzgador de impulsar oficiosamente el proceso, debiendo en 

consecuencia tomar las medidas que correspondan para efecto que la acción radicada se 

tramite por la vía procesal más conveniente o viable, además del hecho que desde un 

principio prohíbe los fallos inhibitorios. El principio anterior se convierte en una gran 

responsabilidad para el juez, pues su inobservancia se constituye en causal de mala 

conducta, sancionable con destitución. 
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La Ley 472 de 1998, no contiene disposiciones específicas de carácter procesal que se 

apliquen en la práctica del derecho o interés colectivo que se pretenda proteger, es decir, el 

demandante en la acción popular de carácter medio ambiental se sujetará a un único 

procedimiento especial contenido en tal ordenamiento legal. No obstante vale la pena 

resaltar la disposición contenida en el artículo 6 de la ley que se comenta, según el cual las 

acciones populares preventivas sin importar el derecho o interés por proteger, deberá ser 

tramitado preferencialmente, excepción hecha del recurso de hábeas corpus, la acción de 

tutela y la acción de cumplimiento; lo que permite inferir que el legislador              

consideró en su oportunidad, que la acción popular es merecedora de un status especial 

frente a las demás acciones. Igualmente, debe resaltarse lo que el Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca denominó �un nuevo derecho que busca garantizar los derechos 

colectivos y fundamentales mediante instrumentos que permiten adoptar medidas antes de 

que ocurran los daños. No hay que esperar que los daños ocurran o que los jueces de la 

República exijan que se les pruebe científica y técnicamente un menoscabo para imponer 

una medida preventiva: el espíritu de este principio de precaución exige actuar antes de que 

el daño ocurra, tomar todas las medidas posibles ante la mas mínima evidencia de un daño 

a la salud, al ambiente o a la vida de las personas, cuya protección es la misión institucional 

y ética de la rama judicial del poder público�44, al referirse al artículo 2 de la Ley 472 de 

1998. 

 

De conformidad con el principio de prevención plasmado en el precitado artículo, las 

acciones populares se instauran con el fin de hacer cesar el daño contingente, el peligro, la 

amenaza, vulneración o agravio, lo que se traduce en el hecho de proteger un daño que 

puede o no llegar a suceder, lo que a la postre otorga gran importancia al concepto de 

riesgo, que en las condiciones referidas es equivalente al concepto de daño. Así las cosas 

                                            
44 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, Sentencia proceso 01-0022 del 13 de Junio de 
2003, M.P. Ayda Vides Paba. 
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una acción popular cualquiera puede llegar a prosperar con la mera existencia de una 

amenaza. 

 

� conforme al principio de precaución cuando exista peligro de daño grave e 

irreversible, la falta de certeza científica  absoluta no deberá utilizarse como 

razón para postergar la adopción de medidas eficaces para impedir la 

degradación del medio ambiente. Dado el gran alcance legal de este principio 

será frecuente que al enfrentarse a una acción popular relacionada con la 

protección de los recursos naturales, el medio ambiente a la salud haya 

necesidad de tener criterios imperativos que permitan a los demandantes y al 

juez plantear y decidir con criterios proporcionales a los planteados desde la 

Declaración de Rio.45 

 

 

Es de resaltar el hecho según el cual la legitimación en la acción popular de carácter medio 

ambiental recae en cualquier ciudadano o persona jurídica y en general en cualquier tipo de 

organización ciudadana que vea amenazado o violado un derecho o interés de tipo 

colectivo, sin necesidad  de actuar ante la jurisdicción por intermedio de apoderado judicial, 

lo que a nuestro juicio permite que el ciudadano se acerque a la misma jurisdicción y se 

convierta, si es su deseo, en un verdadero veedor de las actuaciones de los demás y en un 

protector directo de su medio ambiente. 

 

No es menos llamativo que lo anterior, lo que dispone la Ley en su artículo 16, que trata de 

la competencia para conocer de las acciones populares; otorgando la competencia en 

primera instancia a los jueces civiles de circuito y/o a los jueces administrativos, que por 

carencia de estos corresponde al Tribunal Administrativo, lo que a la postre permite afirmar 

que se le quiso dar a la acción cierta importancia al equipararla, en lo que tiene que ver con 
                                            
45 RINCÓN GAMA, Javier, SUAREZ MEJÍA, Héctor Alfredo. Las acciones populares en el Estado social de 
derecho: un instrumento democrático de equilibrio y poder. Ed. Dike, 2004. P. 30. 
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la competencia a acciones tan trascendentales y tradicionales como la de expropiación, la 

de pertenencia, los procesos contenciosos de mayor cuantía, o a los procesos en el área de 

familia. 

 

Resulta igualmente interesante el deseo del legislador incluido en el artículo 17 de la misma 

Ley, al querer facilitarle al actor la elaboración de la demanda al ordenarle tácitamente 

tanto a los personeros municipales, como a los defensores del pueblo, a prestarle ayuda 

efectiva al accionante en dicha labor, �así como en los eventos de urgencia si el mismo (el 

actor) no sabe escribir� 46.   

 

La acción popular tendiente a proteger los derechos e intereses colectivos del medio 

ambiente, es en el papel, una acción ágil si se le compara con cualquiera otra de similar 

naturaleza, pues requiere según la norma, y en caso que no se logre acuerdo en la diligencia 

de pacto de cumplimiento, un término no superior a los ciento un días hábiles, (incluida la 

segunda instancia y teniendo en cuenta para dicha cifra únicamente el término que concede 

la ley al juez de conocimiento para proferir sus autos y sentencia, y no la prontitud o 

lentitud con que actúe el demandante en diligencias como la notificación personal al 

demandado o demandados de la admisión de la demanda, el evento de la inadmisión de la 

misma o cuando no existe oposición a las medidas cautelares), para obtener una 

providencia conforme al principio de congruencia.   

 

En este sentido escribió el Dr. Ramiro Bejarano Guzmán líneas del siguiente tenor:  

 

El título del artículo 84 de la ley es más amplio que su contenido. En 

efecto la disposición se intitula �plazos perentorios e improrrogables� lo 

que en principio parecería sugerir que los términos previstos para que los 

jueces profieran las decisiones respectivas, no solo precluyen sino que no 
                                            
46 Ley 472 de 1998, artículo 17, inciso 1. Paréntesis fuera de texto. 
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pueden prorrogarse. No obstante el título, el contenido del artículo lo que 

estableció fue una causal de mala conducta del Juez, sancionable con 

destitución del cargo, en el evento de que no cumpla los términos 

procesales regulados en la Ley. 

 

En ese orden de ideas, si vence un término para el juez, este podrá ejecutar 

el acto procesal respectivo, pero se hará acreedor a la sanción disciplinaria 

de destitución.47   

 

Toda acción popular, aún desde sus inicios romanos e ingleses, tenía como gran 

característica la figura del incentivo; no obstante lo anterior, la Ley 472 de 1998 contiene 

un capítulo novedoso para nuestra legislación en general; el relativo al mismo incentivo, 

consistente en recibir, para el caso de la acción popular destinada a la protección del medio 

ambiente, un aliciente económico de entre 10 y 150 salarios mínimos mensuales vigentes, 

norma que para nosotros aparte de retribuir al actor su esfuerzo, interés en el derecho 

colectivo, y desgaste económico, estimulan al ciudadano a participar no solo de la 

protección de un derecho sino también de la jurisdicción que tantas veces ve lejana e 

intangible. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
                                            
47 BEJARANO GUZMÁN, Ramiro. Aspectos comunes a las acciones populares y de grupo. Ed. Universidad 
Externado de Colombia. 2001. P. 286. 
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7. APLICACIÓN ACTUAL DE LA LEY 472 DE 1998 EN LA PROTECCIÓN DEL 

MEDIO AMBIENTE 

 

A manera de introducción del presente capítulo ponemos a disposición un pequeño aparte 

del informe anual presentado por la contraloría distrital de Bogotá, en el que expone lo que 

denominó la huella ecológica:  

 

La huella ecológica de Bogotá se puede  interpretar en términos de la 

superficie requerida por la ciudad para satisfacer sus necesidades, y asciende 

a 18,2 millones de hectáreas, cifra que excede más de 110 veces la extensión 

del Distrito Capital. Esto, en un contexto donde además son críticas la 

pobreza, la marginalidad y la exclusión, frente a lo cual existen al menos dos 

estrategias �no excluyentes- que se deben adoptar: frenar el crecimiento 

poblacional y modificar los patrones de consumo. La Contraloría de Bogotá 

considera urgente diseñar y aplicar proyectos estratégicos ambientales, con la 

participación de todos los actores de la sociedad y garantizando la incursión 

de la ciudad en el mercado global. El primer paso consiste en revisar el 

planeamiento estratégico de los últimos años, que enfatiza en la dotación de 

infraestructuras de transporte y comunicaciones48. 

 

7.1 LA HUELLA ECOLÓGICA DE BOGOTÁ49 

 

COMPONENTES DE LA HUELLA ECOLÓGICA VALOR ESTIMADO (has. 
PCP) 

Movilidad y transporte urbano 0,53 

                                            
48 CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, Informe anual del estado de los recursos naturales y 
del ambiente. Ed. Panamericana, 2004. P. 121 
49 Ídem. 
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Espacios construidos 0,004 
Agua  0,043 
Alimentos 0,7 
Residuos líquidos 0,001 
Residuos sólidos 0,019 
Energía 1,24 
Área adicional protección biodiversidad  0,3 
Huella ecológica 2,85 has. PCP 

 

 

Respecto de la primera de las estrategias, propuestas por la Contraloría, es decir del 

problema del crecimiento de la población urbana, se pronunció el Ministerio del Medio 

Ambiente con cifras que resultan alarmantes: 

 

En los últimos años (1960 a 1990), América Latina pasó de un nivel de 

urbanización del 49,2% al 72.0%, El continente Europeo necesitó el doble de 

tiempo (1930 a 1990), para tener prácticamente los mismos niveles del 49.5% 

al 72.8%. En el caso particular de Colombia, en menos de cuarenta años 

contemplados a partir de la década de los años 50 hasta 1990, el proceso pasó 

del 38% al 70%, invirtiendo de esta manera la distribución espacial de la 

población , lo cual ha traído como consecuencia que la respuesta de las 

ciudades ha sido insuficiente sobre diferentes aspectos50.      

 

� en los últimos cuarenta años, la población urbana ha crecido diez veces 

más que la rural, de tal forma que actualmente el 75% de la población 

colombiana, aproximadamente 25 millones de personas, habitan en centros 

urbanos. Actualmente, el 40% de la población urbana se concentra en cuatro 

grandes ciudades: Bogotá, Medellín, Cali y Barranquilla. El 28% en ciudades 

                                            
50 MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE, Una aproximación al estado de la gestión ambiental de las 
ciudades en Colombia. Ed. Panamericana, 2002. P. 9. 
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que oscilan entre los 100.000. y un millón de habitantes y el restante 32% en 

poblaciones que no alcanzan los 100.000 habitantes51. 

 

Según datos de los últimos estimativos de población de los grandes centros 

urbanos del país, ciudades como Bogotá D.C., crecen 150.000 habitantes el 

año por movilidad poblacional y dentro de su propia dinámica demográfica, 

mientras que Cali, Medellín, Barranquilla y Cartagena, crecen alrededor de 

50.000 habitantes al año52.  

 

En relación a la segunda estrategia propuesta el Ministerio dijo en el mismo informe: 

 

Un ejemplo de estos resultados se observa en los altos niveles de consumo 

per capita de agua encontrados en algunas ciudades del estudio, lo cual 

evidencia una falta de procesos participativos que reviertan en la apropiación 

de un sentido o conciencia del impacto en lo ambiental, de la necesidad de un 

uso racional del recurso hídrico y de la disponibilidad del mismo para los que 

vienen, es decir, en la dinámica del concepto de desarrollo sostenible53.  

 

Conforme a lo anterior se evidencia que uno de los más grandes problemas que aqueja el 

medio ambiente urbano y específicamente a Bogotá, consiste en el crecimiento desmedido 

de la población que habita en la ciudad y que de igual forma impide que la ciudad sea capaz 

de responder a las necesidades que esta población exige, en materia de movilidad, consumo 

de recursos naturales y artificiales, seguridad, desecho de residuos, etc. Es por lo tanto fácil 

deducir, que a la ciudad capital no sólo la aquejan los problemas ambientales más 

representativos y para los cuales fue diseñada la Ley 472 de 1998, es decir, los problemas 

de contaminación del aire, el desmedido uso de los recursos naturales, la invasión del 
                                            
51 Ídem. 
52 MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE, Una aproximación al estado de la gestión ambiental de las 
ciudades en Colombia. Ed. Panamericana, 2002. P. 11. 
53 Ídem. P. 12. 
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espacio público, la dificultad de defender sus bienes de uso público, el difícil acceso a 

servicios de salubridad pública, sino que también la agobian problemas para los cuales 

deben buscarse soluciones, que se encuentran fuera de la órbita de aplicación de la norma y 

que producen efectos tan dañinos o más para el medio ambiente, que van en contravía de 

todas las políticas ambientales de carácter mundial y que como se ha visto han sido 

adoptadas por nuestro país. 

 

¿Qué solución darle a los problemas por los que cursa la ciudad que se encuentran fuera de 

los eventos previstos por la Ley 472 de 1998? 

 

Para la primera de las dificultades, es decir, para el crecimiento desmedido de la población 

urbana, el cual se alimenta de causales como la búsqueda de nuevas oportunidades de vida  

de la población rural en la ciudad, el abandono de los gobiernos al campo y tal vez el más 

serio y doloroso de todos, el desplazamiento forzado generado por el conflicto armado en el 

que vivimos hace más de cuarenta años; resulta lógico pensar que las soluciones tan solo 

pueden provenir de los mecanismos con que cuenta el gobierno central.  

 

En relación con el problema del desplazamiento forzado, no obstante seguir siendo un 

problema serio y desafortunado, las cifras manejadas por las entidades gubernamentales son 

esperanzadoras, es así, como entre enero de 2003 y noviembre de 2004, se observa una 

tendencia a la disminución del fenómeno del 41%, lo que se traduce en cifras concretas en 

un total de 213.459 personas desplazadas entre enero y noviembre de 2003; y 124.284 

personas para el mismo periodo de 2004. Centrándonos en la ciudad de Bogotá, las cifras 

manejadas por la Red de Solidaridad Social son de 78 personas desplazadas entre enero y 

noviembre de 2003 y 68 para la misma época del año 2004, para una variación efectiva y 

favorable del 13%. 

Las Cifras más recientes manejadas por la Red de Solidaridad Social son las que se 

encuentran comprendidas entre los meses de enero y marzo de 2006. Según dicho informe, 
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el fenómeno del desplazamiento forzado ha disminuido dramáticamente en un 52%, 

respecto del mismo periodo del año inmediatamente anterior54.  

 

Sin embargo, las soluciones más efectivas para los problemas ambientales parecen provenir 

o ser un desarrollo de conciencia social. Ejemplo de esta afirmación resulta de lo sucedido 

en Bogotá en relación con la oferta y la demanda hídrica. 

 

Un caso particular quizás en el tema de oferta, es el de Bogotá, donde ha 

habido como en ninguna otra parte del país, una disminución de la 

demanda de los capitalinos. Hemos pasado de 17.5 m3 a 14.8m3 según los 

datos de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá y esto 

corresponde a un proceso de reflexión cívica sobre el tema de la oferta y la 

demanda.55   

 

Otro ejemplo evidente de solución derivado de conciencia social, fue el sucedido en la 

localidad de Suba, cuando para proteger los humedales de la zona, habitantes organizados 

pusieron cercas y abrieron zanjas para dichos efectos. Como consecuencia, el gobierno 

distrital apoyó la iniciativa con programas de control sobre obstáculos físicos y los 

humedales hoy en día se encuentran más sanos que hace unos años. 

 

Conforme a lo anterior, resulta que los ciudadanos además de permitirse ser guiados por 

normas jurídicas, se comportan también educadamente por sus lineamientos de conciencia 

y moral de lo cual resulta un beneficio general. 

 

En la actualidad, y con la aprobación del plan nacional de desarrollo para los años 2006 a 

2010, se encuentra que la agenda ambiental del gobierno mantiene un alto interés en los 
                                            
54 VICEPRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA, Observatorio de los derechos humanos en Colombia, 
www.derechoshumanos.gov.co 
55 CASTAÑO URIBE, Carlos. Congreso Nacional Ambiental, Diagnóstico Ambiental de Colombia. Ed. 
Guess Media Ltda. 2002 P. 68 
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asuntos del medio ambiente, no obstante, la publicación reciente del tradicional informe de 

la Contraloría General del la República del estado actual de los recursos naturales y del 

ambiente, encuentra serias dudas respecto de la financiación y el presupuesto aprobado 

para el cumplimiento de las metas trazadas en el plan de desarrollo: 

 

En términos generales, la Contraloría General de la República encuentra al 

Plan Nacional de Desarrollo 2006- 2010 mejor estructurado en el tema 

ambiental con respecto al Plan Nacional pasado, pues incluye criterios y 

principios claros y desarrolla de manera más amplia el componente 

ambiental. Asimismo, mantiene una fuerte influencia de la Cumbre del 

Milenio (2000) y de la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Sostenible de 

Johannesburgo (2002) que incluye la sostenibilidad ambiental en términos 

de medio ambiente, saneamiento básico y vivienda, concepción que marca 

el paso de una Agenda Verde a una Agenda Gris. 

 
No obstante, persisten dudas y reparos sobre la forma como se financiará y 

ejecutará en el cuatrienio. De manera particular, se evidencia la poca 

importancia que se le asigna a las actividades relacionadas con la oferta de 

bienes y servicios ambientales (protección y conservación), frente a la 

prelación de la demanda (consumo), hecho que se ve reflejado en la 

asignación total de recursos al programa �Gestión ambiental y del riesgo 

que promueva el desarrollo sostenible� frente al resto de programas bajo 

competencia del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 

Territorial.   

 

El Plan de Inversiones incluye la descripción de los programas de 

inversión previstos en las bases del PND, dentro de los cuales se encuentra 

el programa �Gestión ambiental y del riesgo que promueva el desarrollo 
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sostenible� que define los principios y criterios, que orientan la agenda 

ambiental del cuatrienio.56 

 

ESTRATEGIAS GESTIÓN AMBIENTAL Y DEL RIESGO57 

GESTIÓN AMBIENTAL GESTIÓN DEL RIESGO 
Planificación ambiental en la gestión 
territorial. 

Identificación y monitoreo del riesgo,  
información y divulgación.  

Gestión integrada del recurso hídrico. Reducción del riesgo. 

Conocimiento, conservación y uso sostenible 
de los recursos naturales renovables y de la 
biodiversidad.  

Desarrollo de políticas y fortalecimiento institucional.
 

Promoción de procesos productivos 
competitivos y sostenibles. 

Vulnerabilidad fiscal y transferencia del riesgo.
 

E 

S 

T 

A 

T 

E 

G 

I 

A 

S 

Prevención y control de la degradación 
ambiental. 
Fortalecimiento del SINA para la 
gobernabilidad ambiental. 

 

 

Del mismo modo, la Contraloría General de la República, encontró al comparar la 

información contenida en los planes de desarrollo 2002 � 2006 y 2006 � 2010 datos 

interesantes en materia de metas, cumplimientos y estrategias por seguir en el futuro, así 

como coherencia en la documentación, aunque también se logró determinar que muchas de 

las metas que se impusieron en el pasado no fueron cumplidas. 

 

Del total de 19 metas ambientales del programa �Gestión ambiental y del 

riesgo que promueva el Desarrollo Sostenible�, consignadas en el texto del 

PND 2006- 2010, sólo el 36% estaba incluida en el PND 2002- 2006 con 

algún tipo de seguimiento durante el cuatrienio pasado que evidencia 

continuidad, hacen referencia a la reforestación protectora en cuencas, la 

                                            
56 CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Estado de los Recursos Naturales y del Ambiente 
2006 � 2007. Bogotá, Ed. Imprenta Nacional. P.22. 
57 Ídem. P.23 



 73

adopción de Planes de Ordenamiento y Manejo de Cuencas, el Sistema 

Nacional de Áreas Protegidas, la reducción de emisión de gases de efecto 

invernadero, las Pymes vinculadas a mercados verdes y la asistencia 

técnica a los municipios en la formulación de los Planes de Ordenamiento 

Territorial. 

  

La meta sobre las Áreas Protegidas del Sistema de Parques Nacionales 

Naturales se encuentra enmarcada en el cumplimiento de los Objetivos de 

Desarrollo del Milenio y está materializada en las metas nacionales del 

CONPES Social 91 de 2005, que pretende consolidar el SINAP 

incorporando 165.000 nuevas hectáreas al sistema para el 2015.  

 

Teniendo en cuenta que esta meta nacional ya había sido incluida desde el 

PND 2002- 2006 y que, según los reportes del SIGOB, alcanzó 123% de 

cumplimiento, la meta del Conpes 91 planteada para el 2015 ya fue 

cumplida en el 2006, por lo que resultaría inocua su inclusión en el 

presente PND en los parámetros en los cuáles quedó formulada. Más aún, 

este hecho significaría que existen fallas en la formulación de la meta tanto 

en el Documento CONPES como en el PND 2006 �2010, ya que desde el 

año 2005, cuando se aprobó el CONPES, se tenían disponibles reportes de 

los avances de esta meta que sobrepasaban ampliamente lo propuesto para 

el cuatrienio pasado. 

 

De otro lado, aunque el texto del PND 2006- 2010 y el documento 

Colombia 2019 manejan niveles de clasificación diferente, se presenta un 

alto grado de coherencia entre ambos instrumentos de planificación, al 

mantener el énfasis en los recursos hídricos, los forestales y la gestión del 

riego, apoyado en un conjunto de metas macro que incluyen el diagnóstico 

o situación actual y la meta esperada para el 2010 y el 2019. 
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Sin embargo, persisten una serie de temas incluidos en el presente Plan 

2006-2010 y en el PND 2002 - 2006 que no reportaron resultados medibles 

ni mecanismos de seguimiento durante el cuatrienio pasado, por lo que no 

representan continuidad de las metas y la gestión ambiental, sino que 

evidencian un estancamiento en su implementación, como se observa en 

los siguientes casos: Redelimitación y ordenación de las reservas forestales 

de la Ley 2 de 1959; implementación de la Política Nacional de 

Investigación Ambiental; formulación, validación y adopción del Plan de 

Acción del Inventario Nacional de la Biodiversidad; formulación de una 

política de Estado para la ecorregión estratégica del Pacífico colombiano, 

basados en el Plan Pacífico y la Agenda Pacífico XXI; definición y 

reglamentación del Sistema Nacional de Áreas protegidas (SINAP) y, 

formulación y ejecución de lineamientos de Política de Información 

Ambiental en el marco del Sistema de Información Ambiental para 

Colombia (SIAC)58. 

 
Al comparar los Planes de Desarrollo 2002-2006 y 2006-2010 en términos 

de agua potable y saneamiento básico, existe un alto grado de continuidad 

en temas como población beneficiada con el servicio de acueducto y 

alcantarillado, y disposición adecuada de residuos sólidos, que responde a 

lo definido en las Metas del Milenio y el documento Colombia 2019. 

Aunque se evidencia un esfuerzo de planeación en la definición de las 

metas y se reportan avances en las mismas, la ejecución física y financiera 

de proyectos vinculados al saneamiento básico es baja y evidencia una 

débil gestión en su implementación59. 

 

                                            
58 Ibídem. P.25 
59 Ídem. P.37 
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7.2  EL REGISTRO PÚBLICO DE ACCIONES POPULARES Y DE GRUPO  

 

El Título VI, capítulo I, de la Ley 472 de 1998, que contiene las disposiciones finales de la 

misma, dispuso la creación de un registro de acciones que se interpongan en el País, dicho 

artículo a la letra dice: 

 
ARTICULO 80. REGISTRO PÚBLICO DE ACCIONES POPULARES Y 
DE GRUPO. La Defensoría del Pueblo organizará un Registro Público 
centralizado de las Acciones Populares y de las Acciones de Grupo que se 
interpongan en el país. Todo Juez que conozca de estos procesos deberá 
enviar una copia de la demanda del auto admisorio de la demanda y del fallo 
definitivo. La información contenida en este registro será de carácter público.  
 

Para efecto de dar cumplimiento al mandato legal la Defensoría del Pueblo creó la 

dependencia de Registro Público de Acciones Populares y de Grupo, en la que se agrupa 

información de las acciones de tal carácter con el fin de ponerlas a disposición del público, 

una vez es enviada a la entidad por el juez de conocimiento. 

 

Se Procederá entonces a analizar la información obtenida del Registro Público de Acciones 

Populares y de Grupo, en concordancia con los datos que para efectos de registro relaciona 

la Defensoría del Pueblo en consideración a los siguientes lineamientos: 

 
1. Demandante. 

2. Naturaleza Jurídica del demandante. 

3. Demandado. 

4. Derecho Vulnerado. 

5. Tema. 

6. Lugar de los hechos. 

7. Pacto de Cumplimiento. 

8. Fallo de Primera instancia. 

9. Fallo de Segunda Instancia. 

10. Beneficiario. 
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DEMANDANTE 
NATURALEZA 
JURÍDICA DEL 
DEMANDANTE 

DEMANDADO 

Héctor Ignacio Casas Privado Bogotá D.C. y Otros 
Efraín Olarte Olarte Privado IDRD 
Corp. De Orndena/ Territorial Privado Bogotá D.C. y Otros 
Carlos Raúl Muñoz Privado EAAB 
Eduardo Andrés Velandia Privado CODENSA 
Fund. Humedal La Conejera Privado EAAB 
Procuraduría Judic. Agraria Privado CAR 
Conj. Residencial Ingruma Privado EAAB 
Luis Carlos Montoya Privado Bogotá D.C. y Otros 
Jairo Gustavo Rocha Privado Sociedad Molinos Plus Ultra
Julio Enrique Gonzalez Privado CAR 
Vladimir Torres Garzón Privado Bogotá D.C. y Otros 
Corp. Foro Ciudadano Privado Konker 

Defensoría del Pueblo Público 
Dpto. Técnico 
Administrativo 

Corp. Foro Ciudadano Privado Soc. Indust. Corte y Confecc
Corp. Foro Ciudadano Privado El Almacencito 
Corp. Foro Ciudadano Privado Auros Copias 
Corp. Foro Ciudadano Privado Banco Sudameris 
Corp. Foro Ciudadano Privado Inst. de Diagnóstico Médico 
Corp. Foro Ciudadano Privado Las Acacias 
Hernando Blanco García Privado A.L. Antonio Nariño 
Corp. Foro Ciudadano Privado Ignacio Gómez y cia. 
Corp. Foro Ciudadano Privado Colombiana de TV. 
Corp. Foro Ciudadano Privado Pizza HUT 
Corp. Foro Ciudadano Privado Carulla Vivero 
Luis Fernando Palacios Privado Alcaldía Bogotá 
Corp. Foro Ciudadano Privado Cadenalco y DAMA 
Corp. Foro Ciudadano Privado Azucarte LTDA 
Corp. Foro Ciudadano Privado Automerket LTDA 
Juan Carlos Velandia Privado Alcaldía Bogotá 
Corp. Foro Ciudadano Privado Constructora Bolivar 
Defensoría del Pueblo Público Alcaldía Bogotá 
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DERECHO 
VULNERADO TEMA LUGAR DE LOS 

HECHOS 
PACTO DE 

CUMPLIMIENTO 
Ambiente sano Tránsito y transporte Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Parques Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aire Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Humedales Bogotá Audiencia Fallida 

Ambiente sano 
Acueductos 
inexistentes Bogotá Aprobado 

Eq. Ecológico Humedales Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Aguas Servidas Bogotá Audiencia Fallida 

Ambiente sano 
Alcantarillado 
deficiente Bogotá Aprobado 

Ambiente sano Instalación de redes Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Aguas lluvias Bogotá Audiencia Fallida 
Eq. Ecológico Humedales Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Humedales Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Avisos Bogotá Ninguna 
Ambiente sano Contaminación aire Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Avisos Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Avisos Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Avisos Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Avisos Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Avisos Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aire Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Avisos Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Calles Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 

Espacio Público 
Vendedores 
Ambulantes Bogotá Aprobado 

Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Construcción Bogotá Audiencia Fallida 
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FALLO PRIMERA 
INSTANCIA 

FALLO SEGUNDA 
INSTANCIA BENEFICIARIO 

Favorable Confirma parcialmente Otro 
Favorable Confirma parcialmente Sin 
Favorable Confirma parcialmente Sin 
Parcialmente 
favorable Confirma parcialmente Sin 
Favorable Confirma parcialmente Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Confirma parcialmente Otro 
Favorable Confirma parcialmente Otro 
Desfavorable Revoca Sin 
Parcialmente 
favorable Confirma parcialmente Otro 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Confirma  Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Revoca Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Confirma Otro 
Favorable Sin Sin 
Favorable Confirma Otro 
Favorable Sin Sin 
Desfavorable Revoca Sin 
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DEMANDANTE 
NATURALEZA 
JURIDICA DEL 
DEMANDANTE 

DEMANDADO 

Jorge Augustin Velasco S. Privado DAMA 

Corp. Foro Ciudadano Privado 
Soc. Amigos del 
Comercio. 

Jorge Augustin Velasco S. Privado DAMA 
Ricardo Cifuentes Salamanca Privado A.L. San Cristobal 
Corp. Foro Ciudadano Privado Banco Cafetero 
Giovanni Padilla Tellez Privado Alcaldía Bogotá 
Corp. Foro Ciudadano Privado Tomaselly 
Corp. Foro Ciudadano Privado CONAVI 
Francisco A. Berrio Privado IDU 
Walter Gaviria Romero Privado A.L. Kennedy 
Corp. Foro Ciudadano Privado Distribuidora Toyota 
Corp. Foro Ciudadano Privado Vicente Puerto Cárdenas 
Francisco A. Berrio Privado EAAB 
Corp. Foro Ciudadano Privado Credinver S.A. 
Dora Rodriguez Guzmán Privado Park elite S.A. 
Juan Carlos Saavedra Privado Alcaldía Bogotá 
Corp. Foro Ciudadano Privado Banco Cafetero 
Gustavo Moya Ángel Privado CODENSA 
Roberto Ramirez Rojas Privado Alcaldía Bogotá 
Antropos Corporación Privado Autoniza 
Corp. Foro Ciudadano Privado Funco LTDA 
JAC Barrio Niza Privado EAAB 
Hernando Blanco García Privado Alcaldía Bogotá 
Corp. Foro Ciudadano Privado Suramericana de Seguros 
Maria Regina Herandez Privado Vehímotors norte LTDA 
Luis Miguel Trujillo Privado Almacenes Máximo S.A. 

Corp. Foro Ciudadano Privado 
Tornillos y Partes Plaza 
ltda 

Antropos Corporación Privado DEMCAUTOS 
Corp. Foro Ciudadano Privado Banco Cafetero 
Fredy Rodriguez Vargas Privado Alcaldía Bogotá 
Corp. Foro Ciudadano Privado Colmena 
Corp. Por Derecho Ambiental Privado Alcaldía Bogotá 
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DERECHO 
VULNERADO TEMA LUGAR DE LOS 

HECHOS 
PACTO DE 

CUMPLIMIENTO 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 

Espacio Público 
Vendedores 
Ambulantes Bogotá Audiencia Fallida 

Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Basuras Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Sin Información 
Ambiente sano Reparación de vías Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Ruidos Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 

Ambiente sano 
Alcantarillado 
deficiente Bogotá Aprobado 

Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Arreglo vías Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aire Bogotá Aprobado 

Ambiente sano 
Contaminación 
andenes Bogotá Aprobado 

Espacio Público Avisos Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Eq. Ecológico Humedales Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Descontaminación Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Avisos Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Alumbrado público Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aire Bogotá Audiencia Fallida 
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FALLO PRIMERA 
INSTANCIA 

FALLO SEGUNDA 
INSTANCIA BENEFICIARIO 

Favorable Confirma Sin 
Favorable Confirma Otro 
Parcialmente 
favorable Revoca Otro 
Favorable Confirma Otro 
Favorable Sin Otro 
Favorable Sin Sin 
Sin Información  Sin Sin 
Desfavorable Revoca Sin 
Desfavorable Revoca Sin 
Favorable Sin Otro 
Favorable Confirma parcialmente Otro 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Parcialmente 
favorable Confirma parcialmente Otro 
Favorable Confirma  Sin 
Favorable Sin Otro 
Favorable Confirma  Sin 
Desfavorable Revoca Sin 
Desfavorable Revoca Sin 
Favorable Confirma Otro 
Favorable Confirma  Otro 
Favorable Sin Otro 
Desfavorable Revoca Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Confirma Sin 
Favorable Confirma  Sin 
Favorable Sin Otro 
Favorable Sin Sin 
Parcialmente 
favorable Confirma parcialmente Sin 
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DEMANDANTE 
NATURALEZA 
JURIDICA DEL 
DEMANDANTE 

DEMANDADO 

Corp. Por Derecho Ambiental Privado DAMA 
Jose Fernando Peña Privado Distrito Capital 
Corp. Por Derecho Ambiental Privado DAMA 
Corp. Por Derecho Ambiental Privado Alcaldía Bogotá 
Christian Wilken Torres Privado Construlisto 
Jorge Augustin Velasco S. Privado DAMA 
Martín Eladio Moreno Privado Soc. Franchise Susten 
Corp. Foro Ciudadano Privado Coandes 

Corp. Foro Ciudadano Privado 
Automotores La Calleja 
S.A. 

Mania Cristina Linas Privado EAAB 
Maria Nubia Hernandez Privado Alcaldía Bogotá 
Estanislao Caviedes Privado Alcaldía Bogotá 
Corp. Foro Ciudadano Privado Talleres Anrucol Ltda. 
José Hernando Romero Privado Cia. De Aseo Salud Capital
Alirio Mahecha Privado Centro recreativo el Ferrol 
Nubia Yolanda Gaitan Privado Alcaldía Bogotá 
Christian Wilken Torres Privado Ruben Dariao Vásquez 
Corp. Foro Ciudadano Privado IPLER Ltda. 
Corp. Foro Ciudadano Privado Lámparas Bacarat 
Reinaldo Solórzano Privado A.L.Fontibón 
Corp. Foro Ciudadano Privado Servimontajes El Dorado 
Hernan Arévalo Roncancio Privado Min Medio Ambiente 
Exenober Hernandez Privado EAAB 
Hugo Arturo Gonzalez Privado Vallas Técnicas S.A. 
Corp. Foro Ciudadano Privado Davivienda 
Corp. Foro Ciudadano Privado Radiología Oral Galerías 
Corp. Foro Ciudadano Privado Shel Colombia 
Corp. Foro Ciudadano Privado Sociedad Irrigaciones Ltda.
Mauricio Huertas Cuestas Privado Carrefour S.A. 
Corp. Por Derecho Ambiental Privado Bogotá D.C.  
Vivian Andrea Aragón Plata Privado Alcaldía Bogotá 
Luis Carlos Montoya Privado A.L. Kennedy 
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DERECHO 
VULNERADO TEMA LUGAR DE 

LOS HECHOS 
PACTO DE 

CUMPLIMIENTO 
Espacio Público Andenes Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Vertimentos Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Vertimentos Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Acceso servicio 
pco 

Alcantarillado 
deficiente Bogotá Audiencia Fallida 

Espacio Público Arreglo vías Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aguas Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación visual Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Basuras Bogotá Aprobado 

Ambiente sano 
Contaminación 
auditiva Bogotá Audiencia Fallida 

Ambiente sano Contaminación aire Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación visual Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Contaminación visual Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Contaminación visual Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aire Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Moradidad 
Adtiva. Licencia ambiental Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Aguas Servidas Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación visual Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Contaminación aire Bogotá Aprobado 
Ambiente sano Basuras Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Andenes Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Calles Bogotá Audiencia Fallida 
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FALLO PRIMERA 
INSTANCIA 

FALLO SEGUNDA 
INSTANCIA BENEFICIARIO 

Favorable Confirma Otro 
Favorable Sin Sin 
Favorable Confirma Sin 
Favorable Sin Sin 
Desfavorable Revoca Otro 
Favorable Sin Sin 
Desfavorable Revoca Sin 
Desfavorable Revoca Otro 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Confirma Otro 
Favorable Confirma  Otro 
Favorable Confirma parcialmente Otro 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Confirma Sin 
Favorable Sin Sin 
Desfavorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Confirma  Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Desfavorable Revoca Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Otro 
Favorable Sin Otro 
Favorable Sin Otro 
Favorable Sin Otro 
Favorable Confirma Sin 
Desfavorable Sin Sin 
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DEMANDANTE 
NATURALEZA 
JURIDICA DEL 
DEMANDANTE 

DEMANDADO 

Juan Pablo Hurtado Privado Alcaldía Bogotá 
Jta. Acción Comunal Aurora 
A Privado CAR Cundinamarca 
Henry O Garzón Privado Alcaldía Bogotá 
Humberto A Moreno Privado Tubos Gress 
Ivan Useche Bustos Privado EAAB 
FUNDEPCO Privado ICA 
FUNDEPCO Privado Alcaldía Bogotá 
FUNDEPCO Privado Alcaldía Bogotá 
FUNDEPCO Privado Alcaldía Bogotá 
Nubia Yolanda Gaitan Privado DAMA 
András Vela Correa Privado EAAB 
Raul Alfonso Cubillos Privado EAAB 
Rafael Eduardo Ángel Privado Bogotá D.C. 
Jorge E. Cuervo Privado ECOPETROL 
Luis H. Rosero Privado Alcaldía Bogotá 
Carmen Hernandez B Privado Alcaldía Bogotá 
Francisco Bautista Privado Alcaldía Bogotá 
José León Privado Alcaldía Bogotá 
Florentino Garzón Privado Distrito Capital 
Miguel Angel Chavez Privado A.L. Tunjuelito 
Luz Carmen Ramirez Privado EAAB 
Gustavo Moya Ángel Privado EAAB 
Corp. Por Derecho Ambiental Privado DAMA 
Jorge E. Cuervo Privado EAAB 
Julio Enrique Gonzalez Privado EAAB 
Estanislao Caviedes Privado Alcaldía Bogotá 
Corp. Por Derecho Ambiental Privado Alcaldía Bogotá 
Edificio calle 100 Privado Alcaldía Bogotá 
Ivan David Breiva Privado Transmilenio 
Ivan David Breiva Privado DAMA 
Milky Olaya Privado Alcaldía Bogotá 
Eduardo Andrés Velandia Privado Codensa S.A. 
Jairo Gustavo Rocha Privado Molinos Plus Ultra 
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DERECHO 
VULNERADO TEMA LUGAR DE LOS 

HECHOS 
PACTO DE 

CUMPLIMIENTO 
Eq. Ecológico Canteras Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación  Bogotá Audiencia Fallida 
Eq. Ecológico Contaminación Bogotá Audiencia Fallida 
Eq. Ecológico Contaminación  Bogotá Audiencia Fallida 
Eq. Ecológico Contaminación  Bogotá Audiencia Fallida 
Eq. Ecológico Contaminación Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Alcantarillado Bogotá Audiencia Fallida 

Ambiente sano 
Alcantarillado 
deficiente Bogotá Audiencia Fallida 

Espacio Público Andenes Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Cercas Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Parques Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Parques Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Ciclorutas  Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Ciclorutas  Bogotá Audiencia Fallida 
Eq. Ecológico Deslizamientos Bogotá Audiencia Fallida 
Eq. Ecológico Deslizamientos Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aguas Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aguas Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aguas Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aguas Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aguas Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aguas Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aguas Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aguas Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aire Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aire Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Calles Bogotá Audiencia Fallida 

Ambiente sano 
Acueductos 
inexistentes Bogotá Audiencia Fallida 

Ambiente sano Aguas lluvias Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Aguas lluvias Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Aguas Servidas Bogotá Audiencia Fallida 
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FALLO PRIMERA 
INSTANCIA 

FALLO SEGUNDA 
INSTANCIA BENEFICIARIO 

Desfavorable Confirma Sin 
Desfavorable Confirma Sin 
Favorable Confirma Si 
Desfavorable Sin Sin 
Favorable Sin Información  Sin 
Favorable Sin Información  Sin 
Favorable Sin Información  Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Si 
Favorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Desfavorable Sin Sin 
Desfavorable Sin Sin 
Favorable Confirma Si 
Desfavorable Sin Sin 
Desfavorable Sin Sin 
Desfavorable Sin Sin 
Favorable Confirma Sin 
Desfavorable Confirma Sin 
Desfavorable Confirma Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable 
Parcialmente Confirma parcialmente Sin 
Favorable Sin Sin 
Sin Información  Sin Información  Sin 
Favorable Confirma Si 
Desfavorable Confirma Sin 
Favorable Sin Sin 
Desfavorable Sin Sin 
Desfavorable Sin Sin 
Favorable  Revoca No 
Favorable Confirma Sin 
Favorable Confirma Confirma  Si 
Desfavorable Confirma Si 
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DEMANDANTE 
NATURALEZA 
JURIDICA DEL 
DEMANDANTE 

DEMANDADO 

José S Moreno Privado EAAB 
Marleny Rodriguez Privado CAR Cundinamarca 
Hernán Garrido Prada Privado EAAB 
José Vasquez Verdugo Privado EAAB 
Defensoría del Pueblo Público Distrito Capital 
Defensoría del Pueblo Público Distrito Capital 
Ivan Villamizar Privado Alcaldía Bogotá 
Carlos Velazquez Privado A.L.Chapinero 
Maria C Del Castillo Privado A.L.Chapinero 
Luis M. Sabogal Privado Alcaldía Bogotá 
Manuel José Reina Privado IDU 
Luis F. Palacios Privado Alcaldía Bogotá 
Ricardo Cifuentes Salamanca Privado Alcaldía Bogotá 
Nubia Yolanda Gaitan Privado Alcaldía Bogotá 
Reinaldo Solórzano Privado A.L.Fontibón 
ONG por el Derecho 
Ambiental Privado Distrito Capital 
Miguel Silva Patiño Privado DAMA y Otro. 

Yebrail Hadad. Privado 
Ingenieros de Serv. 
Públicos 

Christian Wilken Torres Privado Ruben Dariao Vásquez 
Corp. Foro Ciudadano Privado IPLER Ltda. 
Corp. Foro Ciudadano Privado Colwagen S.A. 
Oscar M. Huertas Privado Carrefour S.A. 
Asociación Participación 
Ciudad Privado U. Distrital de Bogotá 
José Joaquín García García Privado EE.AA 
Diego Orlando Bernal S. Privado Transmilenio 
Jhon Fredy Bustos Privado EE.AA 
Jorge Luis Oliveros Privado Alcaldía Bogotá 
Javier Andrés Sanchez Privado Alcaldía Bogotá 
Elsy Díaz Blanco Privado Alcaldía Engativá 
Oscar Blanco García Privado Alcaldía Bogotá 
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DERECHO 
VULNERADO TEMA LUGAR DE 

LOS HECHOS 
PACTO DE 

CUMPLIMIENTO 
Ambiente sano Aguas Servidas Bogotá Audiencia Fallida 

Ambiente sano 
Alcantarillado 
deficiente Bogotá Audiencia Fallida 

Ambiente sano 
Alcantarillado 
inexistente Bogotá Audiencia Fallida 

Eq. Ecológico Árboles Bogotá Audiencia Fallida 
Eq. Ecológico Árboles Bogotá Audiencia Fallida 
Eq. Ecológico Árboles Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Avisos Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Calles Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Calles Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Calles Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Calles Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Calles Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aire Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aire Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aire Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aire Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación aire Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación Suelo Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación auditiva Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación visual Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Contaminación visual Bogotá Audiencia Fallida 
Salubridad 
pública Agua no potable Bogotá Sin Información 
Salubridad 
pública Baños Bogotá Sin Información 
Prevención Bomberos Bogotá Sin Información 
Espacio Público Cerramientos Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Cerramientos Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Cerramientos Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Cerramientos Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Cerramientos Bogotá Sin Información 
Espacio Público Cerramientos Bogotá Sin Información 
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FALLO PRIMERA 
INSTANCIA 

FALLO SEGUNDA 
INSTANCIA BENEFICIARIO 

Favorable Confirma Sin 
Favorable  Sin   Sin 
Favorable  Confirma Si 
Desfavorable Sin Sin 
Desfavorable Sin Sin 
Desfavorable Confirma Sin 
Desfavorable Confirma Sin 
Desfavorable Confirma  Sin 
Desfavorable Sin Sin 
Sin Información  Sin Sin 
Desfavorable Sin Sin 
Desfavorable Revoca Si 
Desfavorable Sin Si 
Desfavorable Confirma Sin 
Sin Información  Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable  Sin Sin 
Faborable Sin Si 
Sin Información  Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Desfavorable Sin Sin 
Favorable Sin Sin 
Favorable Confirma Si 
Desfavorable Confirma No 
Desfavorable Confirma No 
Desfavorable Confirma No 
Desfavorable Confirma No 
Favorable Confirma Si 
Favorable Confirma No 
Favorable Confirma Si 
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DEMANDANTE 
NATURALEZA 
JURIDICA DEL 
DEMANDANTE 

DEMANDADO 

Blanca Nory Carrión Privado Alcaldía Bogotá 
Elsy Díaz Blanco Privado Alcaldía Bogotá 
Asociación Participación 
Ciudad Privado Alcaldía Bogotá 
Noralba Oliveros Privado Productos Naturascol 
Libardo Melo Privado Colombiana de Comercio 
Jhon Fredy Bustos Privado Productos Naturascol 
Gabriel Alonso Palacios Privado La Nación - Mindefensa 
Alexander Pabón Camacho Privado Club de Comercio de Bta. 
Corp. Foro Ciudadano Privado Alcaldía Bogotá 
Corp. Foro Ciudadano Privado Banco Caja Social 
Luis Carlos Montoya Privado Codensa 
Corp. Foro Ciudadano Privado Conavi 
Corp. Foro Ciudadano Privado Seguros del Estado 
Exenober Hernandez Privado A.L Ciudad Bolivar 
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DERECHO 
VULNERADO TEMA LUGAR DE LOS 

HECHOS 
PACTO DE 

CUMPLIMIENTO 
Consumidores Consumidores Bogotá Audiencia Fallida 
Consumidores Consumidores Bogotá Sin Información 
Consumidores Consumidores Bogotá Sin Información 
Espacio Público Invasión Andenes Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Invasión Espacio Pco Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Parqueaderos Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Parqueaderos Bogotá Audiencia Fallida 
Servicios Pcos. Postes Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Ambiente sano Publicidad Exterior Bogotá Audiencia Fallida 
Espacio Público Vías Peatonales Bogotá Sin Información 
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FALLO PRIMERA 
INSTANCIA 

FALLO SEGUNDA 
INSTANCIA BENEFICIARIO 

Desfavorable Revoca Si 
Desfavorable Sin Información  No 
Favorable Confirma Si 
Desfavorable Confirma No 
Desfavorable Confirma No 
Favorable Confirma Si 
Desfavorable Revoca No 
Desfavorable Confirma No 
Favorable Revoca No 
Desfavorable Confirma No 
Desfavorable Confirma No 
Desfavorable Confirma No 
Desfavorable Sin Información  No 
 

De la información que se desprende del Registro Público de Acciones Populares y de grupo 

es posible extractar varios datos de interés:  

 

En primer lugar que entre el 6 de agosto de 1999, hasta mediados del mes de Julio de la 

presente anualidad existen registradas un total de ciento cincuenta y dos acciones populares 

interpuestas ante la jurisdicción por hechos que sucedieron en la ciudad de Bogotá y cuyo 

objetivo es el de obtener la protección al medio ambiente de la ciudad.  

 

Lo anterior abre dos grandes cuestionamientos ¿el mecanismo jurídico contemplado en la 

Ley 472 de 1998 para la protección del medio ambiente no tuvo un buen impacto, es decir, 

no tuvo una gran acogida en la ciudadanía y es por eso que no utiliza dicho mecanismo? o 

¿los juzgados de conocimiento no cumplen con el deber que les impuso la Ley en su 

artículo 80?  

 

La respuesta, es de fácil absolución si nos atenemos a lo informado por el Centro de 

Servicios Administrativos Jurisdiccionales - oficina de judicial de reparto, según la cual 
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entre 2002 y 2005, se han radicado ante esa oficina cerca de un mil seiscientas cincuenta 

acciones populares relativas a la protección del medio ambiente de la ciudad de Bogotá.60  

 

Otro dato interesante resulta al observar que del total de las ciento cincuenta y dos acciones 

populares interpuestas y registradas en la Defensoría del Pueblo, solamente cuatro han sido 

instauradas por personas jurídicas de naturaleza pública, estas son las que interpusiera en 

las cuatro ocasiones la misma Defensoría del Pueblo en contra del Departamento Técnico 

Administrativo del Medio Ambiente DAMA una, por contaminación del aire y las otras tres 

en contra de la Alcaldía Mayor de Bogotá, por indebida construcción, protección de árboles 

y la última por inexistencia de alcantarillado.  

 

Resulta insólito por ejemplo, que el Departamento Técnico Administrativo del Medio 

Ambiente DAMA, entidad encargada de velar por el medio ambiente de la ciudad, durante 

la vigencia de la Ley no ha presentado una sola acción de esta naturaleza. 

 

Como es lógico el resto de las acciones populares, un total de ciento cuarenta y ocho han 

sido interpuestas por personas de derecho privado, varias personas naturales y muchas 

interpuestas por organizaciones ambientalistas, como la Corporación Foro Ciudadano a la 

que se le han registrado un total de cuarenta, todas por avisos y publicidad exterior,  o la 

ONG por el derecho al ambiente sano que cuenta con menos acciones registradas. 

 

Respecto de las personas demandadas vale decir que de la totalidad de acciones registradas 

cincuenta y siete son privadas y noventa y cinco de naturaleza  pública. No obstante, las 

demandas presentadas contra las primeras, en un alto porcentaje son por violación a normas 

de menor relevancia para el medio ambiente natural tales como la contaminación visual con 

avisos o publicidad exterior, mientras que las demandas presentadas en contra de la 

administración, se sucedieron por quebrantar o no dar cumplimiento a las normas existentes 
                                            
60 CENTRO DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS JURISDICCIONALES, Oficina Judicial, contestación 
de derecho de petición, radicado 5985.  Carrera 10 No. 14 � 33 Piso 1 Bogotá 
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que tiendes a proteger el medio ambiente natural como los humedales de la ciudad y la 

sabana, contaminación del aire, además de demandas por prestación de servicios públicos 

deficientes que atentan contra la salubridad pública. 

 

Otra referencia interesante puede hacerse a lo que atañe al pacto de cumplimiento 

consagrado en el artículo 27 de la Ley 472 de 1998, pues según el registro que analizamos 

ciento veintidós de las ciento cincuenta y dos audiencias terminaron fallidamente, por 

cualquiera de los eventos que consagra el precitado artículo, esto es por inasistencia de 

cualquiera de las partes a la audiencia, por no formulación de proyecto de pacto de 

cumplimiento o por que las partes no consienten las correcciones propuestas por el juez al 

proyecto de pacto de cumplimiento, lo que a las claras demuestra la poca eficacia de la Ley 

en el sentido de buscar una solución concertada del problema. 

 

Resulta igualmente llamativa la cantidad de procesos que son resueltos favorablemente en 

primera instancia al demandante, pues de las ciento cincuenta y dos acciones registradas, 

ciento siete  han sido falladas favorablemente o dirimidas a favor de la parte actora, lo que 

refleja un amplio conocimiento de los interesados en las normas de carácter ambiental, pero 

sobre todo de las normas que tienen que ver con lo urbanístico.  

 

Se desprende del cuadro informativo de la Defensoría del Pueblo un hecho interesante: del 

total de las acciones populares registradas solamente treinta y seis tienen reconocimiento de 

incentivo económico para el actor y más llamativo el hecho según el cual del total de 

sentencias que incluyeron reconocimiento a treinta y seis se le otorgaron el mas bajo 

posible, es decir de diez salarios mínimos mensuales legales vigentes y solamente una con 

un reconocimiento o incentivo económico considerable de cincuenta salarios mínimos 

legales mensuales vigentes. 

 

A lo anterior solamente se le puede hallar una respuesta posible, y es la corriente 

doctrinaria adoptada, desacertada en nuestro concepto, según la cual no se hará acreedor del 
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incentivo económico de que tratan los artículos treinta y nueve y cuarenta de la Ley 472 de 

1998, cuando el proceso concluya en virtud de celebración del pacto de cumplimiento. 

 

7.3 PROCESOS JUDICIALES EN CONTRA DEL SECTOR DEL MEDIO 

AMBIENTE Y FALLOS EN CONTRA 

 

Conforme a las cifras que maneja la Contraloría General de la República, en el periodo 

comprendido entre 1994 y 2004, existen 1151 procesos relacionados con el medio 

ambiente, y en los cuales figuran como demandadas personas jurídicas tanto de derecho 

público, como personas jurídicas de derecho privado. El monto de estas acciones puede 

ascender a la suma de $209.380 pesos, sin embargo, la gran mayoría de las acciones se 

refieren a procesos de nulidad y restablecimiento del derecho (con un 39%) y asuntos 

contractuales (con un 35%), luego sin cifras exactas se encuentran los procesos de 

reparación directa, relacionados con diseño y construcción de plantas de tratamiento de 

aguas residuales y por realización de contaminación de cuencas y botaderos; y por último 

en un porcentaje muy inferior, las acciones populares cuyo fin es propiamente la protección 

medio ambiental.  

 

De otra parte, entre 1994 y 2003, se fallaron en contra de las entidades públicas del sector 

del medio ambiente, a nivel nacional 52 procesos contencioso administrativos,  cuyo monto 

se acerca a $1.514 millones de pesos, no obstante y al igual que lo arriba señalado, la gran 

mayoría de estos procesos corresponden a reclamaciones laborales (42%), luego los 

relativos a fallos contractuales (35%) y por último y las que menos impacto económico 

tienen frente a las erogaciones se encuentran las que corresponden a las reparaciones 

directas y el pago de incentivos de las acciones populares. 

 

Como se observa entonces, a nivel nacional y teniendo en cuenta la dificultad de hallar 

cifras concretas del Distrito Capital, es muy bajo el impacto económico causado a las 

entidades del sector medio ambiente, derivadas de acciones populares. Sin embargo debe 
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tenerse en cuenta que existen como ya se anotó, una gran cantidad de fallos pendientes que 

podrían elevar ostensiblemente las cifras manejadas por la Contraloría hasta la fecha del 

estudio.   

 

7.4 DEMANDAS EN CURSO SECTOR MEDIO AMBIENTE61  

 

 

El anterior cuadro muestra en detalle las corporaciones ambientales que soportan la mayor 

cantidad de acciones populares que en alguna medida se relacionan con el medio ambiente 

y por acciones u omisiones relativas al campo de su competencia, cifras estas comprendidas 

entre los montos a los que ascienden la totalidad de las acciones arriba señaladas, es decir 

por un total de $209.380 millones de pesos.  

 
                                            
61 CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, Informe sobre el estado de los recursos naturales y 
del ambiente, Ed. Imprenta Nacional, 2004. P. 38. 

Entidad 

Número de demandas 

en curso  

 Total Monto y tipo de acción 

CRA 37 10.731 

  Acciones populares 

CORPOGUAVIO 12 13.692 

  Acciones populares 

CAR 268 10.020 

CORPOAMAZONIA 8 24.542 

  Entre 10 y 50 S.M.M.L.V 

CORPOCESAR 41 96 

  Acciones populares 
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7.5 GASTO AMBIENTAL PERIODO 200662 

 

Sector Monto 
(En millones de pesos) 

Defensa, Justicia y 
Seguridad 

$14.317.4 

Gestión Pública e 
Instituciones Financieras 

$2.236 

Transporte $13.354 

Telecomunicaciones $1.812 

Comercio, Industria y 
Desarrollo Regional 

$12.853 

Minas y Energía $352.974.46 

Social $4.126.976.0 

 

Este cuadro detalla el gasto ambiental del año 2006, y en términos generales puede decirse 

que el dinero es utilizado para adelantar acciones, actividades y proyectos relacionados con 

el componente ambiental, gestión ambiental interna, auxilio a víctimas de la violencia y 

desastres naturales, erradicación de cultivos ilícitos y cuotas de convenios. En relación con 

éste gasto la Contraloría encontró serias deficiencias: 

 

En primer lugar, la información reportada a la Contraloría General de la 

República no es consistente y presenta confusión entre el funcionamiento 

interno de las entidades y el desarrollo misional de las mismas. Otras 

entidades no suministran información alguna porque consideran que su 

misión no tiene nada que ver con el tema ambiental.  

 

En segundo lugar, las entidades realizan contratación para adelantar 

algunos de sus programas internos de reciclaje, residuos sólidos, agua y 
                                            
62 CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Estado de los Recursos Naturales y del Ambiente 
2006 - 2007. Ed. Imprenta Nacional. 
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energía, y delegan en el contratista el manejo ambiental sin que haya 

evidencia sobre un control o seguimiento a dicha contratación.  

 
En tercer término, es preocupante la escasa asignación de recursos para las 

actividades ambientales y, de hecho, no hay una identificación plena de los 

mismos, por cuanto son asignaciones incluidas dentro del gasto de las 

áreas de Talento Humano o Bienestar Social, entre otras. En la mayoría de 

las instituciones no existe una cuenta especial para su registro contable63. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
                                            
63 Ídem. P.127 
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8 DESARROLLO JURISPRUDENCIAL DE LOS CONCEPTOS CONTENIDOS EN 
LA LEY 472 DE 1998 Y MEDIO AMBIENTALES 

 
 

8.1 Expediente D-3748 
 
Magistrado Ponente:  
Dr. ALFREDO BELTRÁN SIERRA  
 
Fecha: veintitrés (23) de abril de dos mil dos (2002) 
 
8.1.1  Principio de precaución en el ámbito internacional.  
 
La Corte, en la sentencia 671 de 2001, no dudó en calificar el punto como �La 
internacionalización de las relaciones ecológicas�, y explicó lo siguiente: 
 

�La protección del medio ambiente, dentro del derecho internacional, se ha 
intensificado paralelamente con el desarrollo de la legislación interna de la 
mayoría de los países, como respuesta a la creciente degradación del mismo y 
las amenazas de una evidente degradación futura. Es sabido que la mayor 
afectación del medio ambiente la constituyen causas antropogénicas, es decir, 
aquellas derivadas de la actividad humana tendentes a la satisfacción de sus 
necesidades. Estas actividades, desarrolladas especialmente desde el siglo 
anterior, cuando los procesos industrializados y la población mundial se 
aceleraron tan abruptamente, ejercidos sin un criterio de sostenibilidad, 
generan un impacto negativo sobre los recursos naturales y el ecosistema 
global. Dichos impactos sobre el medio ambiente son evidentes: polución 
terrestre, aérea y marina, lluvia ácida, agotamiento de la capa de ozono, 
calentamiento global, extinción de especies de fauna y flora, degradación de 
hábitats, deforestación, entre muchos otros. 
 
�En oposición al principio según el cual la soberanía de los Estados implica su 
autodeterminación y la consecuente defensa de intereses particulares, 
enmarcados dentro del límite de sus fronteras políticas, la degradación del 
medio ambiente, al desbordar estas fronteras, se convierte en un problema 
global. En consecuencia, su protección se traduce en un propósito conjunto de 
todos los Estados, que a su vez se preparan para enfrentar un futuro común. 
Se pueden citar muchos ejemplos sobre las implicaciones globales del 
deterioro del medio ambiente, el cual por lo general es irreversible: en varias 
ocasiones la polución afecta a Estados distintos al que contiene la fuente de la 
misma; el calentamiento de la tierra proviene de actividades que se generan en 
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una multiplicidad de Estados y sus efectos se resienten en todo el planeta; las 
especies migratorias atraviesan territorios que abarcan diversos Estados; en 
general, los distintos ecosistemas son multidimensionales y los elementos de 
cada uno guardan una compleja interrelación, por lo que no contemplan 
fronteras geopolíticas.�  

 
 
En un aparte posterior de la misma sentencia la Corte se pronunció de la siguiente manera, 
respecto del principio de precaución: 
 

Se recuerda que el principio está consagrado así: 
  
�Artículo 1. Principios Generales. La política ambiental seguirá los siguientes 
principios generales: 
 
�6. La formulación de las políticas ambientales tendrá en cuenta el resultado 
del proceso de investigación científica. No obstante, las autoridades 
ambientales y los particulares darán aplicación al principio de precaución 
conforme al cual, cuando exista peligro de daño grave e irreversible, la falta 
de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar 
la adopción de medidas eficaces para impedir la degradación del medio 
ambiente.�  
 
Lo subrayado es el concepto del principio de precaución. Al mismo principio 
se hace referencia también, en el artículo 5, numeral 25, de la misma Ley 99 
de 1993, así: 
 
En cuanto hace a la aplicación del principio de precaución para la 
preservación del medio ambiente por los particulares, ha de entenderse que el 
deber de protección a que se hace alusión no recae sólo en cabeza del Estado, 
dado que lo que está en juego es la protección ambiental de las generaciones 
presentes y la propia supervivencia de las futuras. Por ello, el compromiso de 
proteger el medio ambiente es responsabilidad de todas las personas y 
ciudadanos e involucra a los Estados, trasciende los intereses nacionales, y 
tiene importancia universal.  

 
8.1.2 Comentario 
 
El principio de precaución figura principalmente en el acuerdo sobre la aplicación de 

medidas sanitarias y fitosanitarias (MSF) de la organización mundial del comercio y se 
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extiende en su aplicación a la salud humana, a la política de los consumidores y a la salud 

animal y vegetal.   

 

En sintonía con las políticas mundiales, la Corte contempla su aplicación en los casos en los 

que se determine la existencia de un potencial riesgo de un fenómeno, de un producto o de 

un procedimiento mediante una evaluación científica y objetiva que, por su parte, no 

permite determinar el riesgo con certeza suficiente; así como la toma de decisiones 

vinculadas con el mismo riesgo y que además no puede bajo ninguna circunstancia, 

justificar la toma de decisiones arbitrarias. 

 

En consideración a las políticas adoptadas por la Corte y en consonancia con las directrices 

de carácter mundial, el principio de precaución debe guiarse por tres principios 

fundamentales cuales son; una evaluación científica lo más completa posible que minimice 

el grado de incertidumbre científica, que la toma de decisiones en virtud del principio de 

precaución vaya precedida de una determinación del riesgo y de las consecuencias 

potenciales de la inacción; y además que tan pronto como se disponga de los resultados de 

la evaluación científica o de la determinación del riesgo, todas las partes interesadas puedan 

tener la posibilidad de participar, con la máxima transparencia, en el estudio de las 

diferentes acciones que pueden preverse.  

De tal manera queda dentro de nuestra jurisprudencia la inclusión y aplicación de un 

principio cuyo fin principal resulta ser ni más ni menos, la protección del medio ambiente  

en especial de aquellos daños ambientales que resultan irreversibles, así como la protección 

de los recursos naturales no renovables.  

 
 
8.2 Referencia: expediente LAT-191 
 
Magistrado Ponente: 
Dr. JAIME ARAUJO RENTERIA 
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Fecha: veintiocho (28) de junio de dos mil uno (2001)  
 
8.2.1  El derecho a la salud y a un medio ambiente sano frente al agotamiento de la 

capa de ozono: 
 
En 1991, el constituyente colombiano, comprendiendo la preocupación 
mundial por consagrar mecanismos efectivos para la protección del medio 
ambiente y la imperiosa necesidad de garantizar un modelo sostenible de 
desarrollo, contempló en la Carta Política una serie de principios, derechos y 
deberes, inmersos dentro de la noción del Estado Social de Derecho que, a la 
vez que buscan alcanzar los fines mencionados, permiten al hombre, 
fundamento del ordenamiento constitucional, vivir dentro de un medio 
ambiente apto que le permita desarrollar su existencia en condiciones dignas.  
 
El medio ambiente desde el punto de vista constitucional, como ya lo ha 
señalado esta corporación, �involucra aspectos relacionados con el manejo, 
uso, aprovechamiento y conservación de los recursos naturales, el equilibrio 
de los ecosistemas, la protección de la diversidad biológica y cultural, el 
desarrollo sostenible, y la calidad de vida del hombre entendido como parte 
integrante de ese mundo natural, temas, que entre otros, han sido reconocidos 
ampliamente por nuestra Constitución Política en muchas normas que 
establecen claros mecanismos para proteger este derecho y exhortan a las 
autoridades a diseñar estrategias para su garantía y su desarrollo. En efecto, la 
protección del medio ambiente ha adquirido en nuestra Constitución un 
carácter de objetivo social, que al estar relacionado adicionalmente con la 
prestación eficiente de los servicios públicos, la salubridad y los recursos 
naturales como garantía de la supervivencia de las generaciones presentes y 
futuras, ha sido entendido como una prioridad dentro de los fines del Estado y 
como un reconocimiento al deber de mejorar la calidad de vida de los 
ciudadanos� 64 
 
Dentro de este marco, la Constitución contempla una amplia gama de 
disposiciones relativas a la ecología y el medio ambiente, entre las cuales cabe 
destacar los artículos 79 y 80, que consagran el derecho de todas las personas 
a gozar de un ambiente sano y el deber estatal respecto de la planificación en 
el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su 
desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. 

 

                                            
64 Corte Constitucional Colombiana. Sentencia T-254/93. M.P: Antonio Barrera Carbonell.   
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�La defensa del medio ambiente constituye un objetivo de principio dentro de 
la actual estructura de nuestro Estado Social de Derecho. En cuanto hace parte 
del entorno vital del hombre, indispensable para su supervivencia y la de las 
generaciones futuras, el medio ambiente se encuentra al amparo de lo que la 
jurisprudencia ha denominado �Constitución ecológica�, conformada por el 
conjunto de disposiciones superiores que fijan los presupuestos a partir de los 
cuales deben regularse las relaciones de la comunidad con la naturaleza y que, 
en gran medida, propugnan por su conservación y protección.  
 
En efecto, una lectura sistemática y armónica de las normas que orientan la 
concepción ecologista de la Constitución Política, particularmente de los 
artículos 2°, 8°, 49, 58, 67, 79, 80 y 95-8, permite entender el sentido que 
jurídicamente identifica este fenómeno. Así, mientras por una parte se 
reconoce el medio ambiente sano como un derecho del cual son titulares todas 
las personas -quienes a su vez están legitimadas para participar en las 
decisiones que puedan afectarlo y deben colaborar en su conservación-, por la 
otra se le impone al Estado los deberes correlativos de: 1) proteger su 
diversidad e integridad, 2) salvaguardar las riquezas naturales de la Nación, 3) 
conservar las áreas de especial importancia ecológica, 4) fomentar la 
educación ambiental, 5) planificar el manejo y aprovechamiento de los 
recursos naturales para así garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución, 6) prevenir y controlar los factores 
de deterioro ambiental, 7) imponer las sanciones legales y exigir la reparación 
de los daños causados al ambiente y 8) cooperar con otras naciones en la 
protección de los ecosistemas situados en las zonas de frontera.� 
 
Así las cosas, conforme a las normas de la Carta el medio ambiente es un 
derecho constitucional fundamental para todos los individuos de la especie 
humana y el Estado está obligado a velar por su conservación y debida 
protección, procurando que el desarrollo económico y social sea compatible 
con las políticas que buscan salvaguardar las riquezas naturales de la Nación.  

 
8.2.2 En cuanto a la relación del derecho a un ambiente sano con los derechos a la 

vida y a la salud, la Corte ha sostenido lo siguiente:  
 

"El derecho al medio ambiente no se puede desligar del derecho a  la vida y a 
la salud de las personas. De hecho, los factores perturbadores del medio 
ambiente  causan daños irreparables en los seres humanos y si ello es así 
habrá que decirse  que el medio ambiente es un derecho fundamental para la 
existencia de la humanidad.  A esta conclusión se ha llegado cuando esta 
Corte ha evaluado la incidencia del medio ambiente en la vida de los hombres 
y por ello en sentencias anteriores de tutelas, se ha afirmado que el derecho al 
medio ambiente es un derecho fundamental"  
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8.2.3 Sobre el deber del Estado de consolidar un desarrollo sustentable, la Corte se 

ha pronunciado así: 
 

�Es indudable que la dimensión ecológica de la Constitución, como norma de 
normas que es (CP Art. 4), confiere un sentido totalmente diverso a todo un 
conjunto de conceptos jurídicos y económicos. Estos ya no pueden ser 
entendidos de manera reduccionista o economicista, o con criterios 
cortoplacistas,  como se hacía antaño, sino que deben ser interpretados 
conforme a los principios, derechos y obligaciones estatales que en materia 
ecológica ha establecido la Constitución, y en particular conforme a los 
principios del desarrollo sostenible.   
  
�Por todo lo anterior,  considera la Corte que hoy no tienen ningún respaldo 
constitucional ciertos procesos y conceptos que anteriormente pudieron ser 
considerados legítimos, cuando los valores ecológicos no habían adquirido el 
reconocimiento nacional e internacional que se les ha conferido en la 
actualidad. Y eso sucede en particular con el concepto de que la colonización 
puede ser predatoria, puesto que, por las razones  empíricas y normativas 
señaladas anteriormente, estos procesos son inaceptables ya que se efectúan 
en contradicción con los principios ecológicos establecidos por la 
Constitución.  Hoy en Colombia no es legítima una colonización incompatible 
con la preservación del medio ambiente y el desarrollo sostenible�  

 
8.2.4 Comentario 

 

Esta sentencia en particular incorpora a nuestra jurisprudencia conceptos que han sido 

claramente desarrollados en el ámbito internacional y que además se constituyen en una 

nueva referencia filosófica a mi modo de ver, en especial con lo que tiene que ver con el 

rumbo que toma el mundo en aspectos como el económico, en el sentido que desarrolla 

políticas que modifican criterios mercantilistas de corto plazo, pues recoge ideas como la 

sostenibilidad de los recursos no renovables y en consecuencia impone retos para desarrollo 

humano sustentable, o la idea de la protección y salvaguarda de la diversidad e integridad 

de los recursos. 

 

Además, resulta clara la intención proteccionista del medio ambiente al reconocer 

jurisprudencialmente el derecho al medio ambiente sano, inalienable de los derechos a la 



 106

vida y la salud del ser humano, así como su íntima relación con el medio que lo rodea; 

aunado al hecho significativo que incluye la defensa del medio ambiente como un objetivo 

principio de la Constitución Política y la legislación en general.         

 
8.3 Referencia: expediente D-4552 
 
Magistrado Ponente: 
Dr. RODRIGO ESCOBAR GIL 
 
Fecha: Octubre de dos mil tres (2003). 
 
8.3.1 En relación con la radicación de competencias en el sector público para la 

protección medioambiental la corte se pronunció así: 
 

La Constitución establece deberes, obligaciones y derechos, en relación con el 
medio ambiente, y encarga de su protección al Estado, a las comunidades, y a 
los particulares. En algunos artículos la Carta atribuye responsabilidades al 
Estado, sin especificar a qué órgano o en qué orden le corresponde cumplirlas, 
mientras en otros establece funciones a entidades determinadas. De tal modo, 
por ejemplo, el artículo 8º establece la obligación del Estado de proteger las 
riquezas naturales, sin especificar a qué órgano le corresponde tal función. Por 
su parte, el artículo 80 dispone que el Estado debe planificar el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales para garantizar su desarrollo 
sostenible, su conservación, restauración o sustitución, que debe prevenir y 
controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y 
exigir la reparación de los daños. Sin embargo, en dicho artículo tampoco se 
radican competencias en cabeza de una autoridad específica. 
 
En otros artículos, en cambio, sí se establecen competencias 
medioambientales en cabeza de órganos o entidades específicos. Por ejemplo, 
el artículo 330 dispone que a los consejos indígenas les corresponde velar por 
la preservación de los recursos naturales, y por la aplicación de normas 
legales sobre usos de suelos y poblamiento en sus territorios. Así mismo, los 
artículos 300.2 y 313.9 facultan respectivamente a las asambleas y a los 
concejos para expedir normas sobre medio ambiente. Con todo, la 
Constitución no sólo otorga competencias en materia ambiental a entidades 
territoriales. El artículo 268.7 establece que el Contralor General debe 
presentar ante el Congreso un informe anual sobre el estado de los recursos 
naturales y del medio ambiente. Así mismo, los artículos 333 y 334 establecen 
que el legislador puede delimitar el alcance de la libertad económica cuando 
lo exija el medio ambiente, y permitir la intervención del Estado en la 
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economía para garantizar su preservación. Adicionalmente, el artículo 215 
establece la facultad del gobierno nacional para decretar el estado de 
emergencia, cuando sobrevengan hechos que perturben grave e 
inminentemente el orden ecológico. 
 
Como se observa, en términos generales la Constitución establece deberes, y 
asigna competencias concurrentes a órganos del orden nacional y territorial en 
la protección del medio ambiente, sin delimitar su ámbito material, ni atribuir 
funciones específicas. Para desarrollar la Constitución, y articular la 
concurrencia de competencias, el legislador goza de una amplia potestad 
configurativa. Sin embargo, ésta debe sujetarse a un mismo tiempo, a diversos 
parámetros constitucionales. Para efectos de la decisión que corresponde 
adoptar a la Corte en esta oportunidad, deben tenerse en cuenta los siguientes 
parámetros. En primer lugar, la articulación del sistema debe propender por la 
efectividad de la protección del medio ambiente, y más generalmente, por el 
logro de los objetivos constitucionales en la materia. Por otra parte, el sistema 
debe permitir la participación de las personas y de las diferentes comunidades, 
en las decisiones que los afecten. Finalmente, la participación de los 
diferentes órdenes del Estado debe corresponder al principio de 
descentralización, el cual lleva implícito el carácter unitario del Estado 
colombiano. 
 
Los anteriores parámetros constitucionales de protección del medio ambiente 
pueden entrar en tensión en casos concretos, y es deber del Estado entrar a 
armonizarlos, garantizando que se complementen entre sí, y velando por 
sacrificar al mínimo cada uno de ellos. Así, la efectividad de la protección y el 
principio de descentralización pueden entrar en tensión, debido a una 
protección ambiental deficiente dentro del orden nacional o local. Sin 
embargo, en tales casos la insuficiencia de la protección en alguno de estos 
dos ámbitos puede compensarse mediante el ejercicio de competencias 
concurrentes en cabeza de otros órganos del Estado, en ámbitos territoriales 
diferentes. De tal modo, si la protección a nivel nacional resulta insuficiente 
para preservar el ambiente en una localidad con un ecosistema especialmente 
frágil, las autoridades de dicha localidad tienen la oportunidad de dispensar la 
protección adicional necesaria. Así mismo, si las autoridades territoriales no 
otorgan la protección necesaria a dicho ecosistema, los órganos competentes 
nacionalmente pueden entrar a subsidiar dicha falencia. En conclusión, el 
diseño constitucional abierto permite la concurrencia de competencias en 
materia ambiental. Esta competencia hace posible que a pesar de la omisión 
de una u otra autoridad, el Estado pueda garantizar la efectividad de la 
protección de las riquezas naturales (C.N. art. 8), asegurando que la 
comunidad y las generaciones futuras puedan gozar de un ambiente sano 
(C.N. art. 79). 
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Esta propiedad del sistema constitucional de protección del medio ambiente 
ya había sido reconocida anteriormente por la Corte en diversos 
pronunciamientos, en los que ha avalado el carácter concurrente de las 
competencias de las entidades encargadas de su protección, destacando sin 
embargo, el carácter nacional del interés bajo protección. Así, en la Sentencia 
C-495/96 (M.P. Fabio Morón Díaz), la Corte sostuvo: 

 
�La planificación ambiental debe responder a los dictados de una política 
nacional, la cual se adoptará con la participación activa de la comunidad y del 
ciudadano, y la misma debe ser coordinada y articulada entre la Nación y las 
entidades territoriales correspondientes. La Carta Política le otorga al Estado 
la responsabilidad de planificar y aprovechar los recursos naturales de forma 
tal que se logre un desarrollo sostenible, garantizando así la conservación y la 
preservación del entorno ecológico. Al respecto, cabe recordar que el derecho 
a gozar de un ambiente sano les asiste a todas las personas, de modo que su 
preservación, al repercutir dentro de todo el ámbito nacional -e incluso el 
internacional-, va más allá de cualquier limitación territorial de orden 
municipal o departamental. ....� 

 
De lo establecido por la Corte en anteriores oportunidades se tiene entonces, 
que el constituyente distribuyó las competencias del Estado en materia 
ambiental en torno a un criterio político. Este criterio facilita la participación 
de las personas en las decisiones que afectan su entorno inmediato, y a la vez 
garantiza que todos los habitantes gocen de un ambiente sano, mediante la 
concurrencia de los órganos territoriales y nacionales en su protección. 

 
8.3.2 Comentario 

 

En términos generales puede decirse respecto de la distribución de las competencias de los 

funcionarios públicos en materia ambiental, que se introdujo un concepto denominado por 

la misma Corte concurrencia de facultades, en relación con las competencias de éstos, todo 

en concordancia con los principios que dirigen la protección medio ambiental y en general 

bajo el presupuesto ya mencionado que consagró la protección al medio ambiente como un 

objetivo principio del Estado colombiano. 
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De tal manera, los entes territoriales cualquiera que sea su naturaleza podrá intervenir en la 

solución o protección de los derechos medio ambientales una vez detecte la necesidad de 

hacerlo, aún sin la existencia de competencia territorial, teniendo en cuenta el presupuesto 

jurisprudencial arriba señalado, con lo cual en realidad de verdad el estado se debe 

comprometer seriamente y sin que estén de por medio los consabidos trámites burocráticos 

que muchas veces han impedido la solución de problemas de interés general.  

 

Por otra parte la inclusión del precepto que comentamos obliga a los funcionarios del área a 

realizar un trabajo conjunto, organizado y articulado, con miras a una efectiva protección 

del medio ambiente, teniendo en cuenta que la competencia en dichos asuntos sale de los 

límites de sus propias jurisdicciones, y en consecuencia exige armonía en todas las 

actuaciones de las entidades encargadas de los temas asociados al ambiente.    

 
8.4 Consejo de Estado. Radicación número: AP 155 
 
Demandante: Personería de Bogotá  
 
Demandado: Alcaldía Mayor de Bogotá y otros. 
 
Consejero ponente:  
TARSICIO CÁCERES TORO 
 
Fecha: 31 de mayo de 2001  
 

8.4.1 El Consejo de estado se pronunció en relación con el goce del espacio público 
de la siguiente manera: 

 Esto muestra entonces que la teoría de la comercialidad de los bienes se 
rompe cuando se trata de bienes de uso público. No es válido entonces exigir 
matrícula inmobiliaria de tales bienes para determinar si son de uso público, 
puesto que tales bienes, por sus especiales características, están sometidos a 
un régimen jurídico especial, el cual tiene rango directamente constitucional. 
Por ello, durante la vigencia de la anterior Constitución, la Corte Suprema de 
Justicia había dicho que "el dominio del Estado sobre los bienes de uso 
público, es un dominio sui generis". Y la Corte Constitucional también ha 
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diferenciado con nitidez, en anteriores decisiones, el dominio público y la 
propiedad privada. Así, según la Corte, los bienes de dominio público 
se distinguen "por su afectación al dominio público, por motivos de interés 
general (CP art. 1º), relacionadas con la riqueza cultural nacional, el uso 
público y el espacio público. " En particular, sobre los bienes de uso público, 
la Corte señaló en esa misma Sentencia que éstos son inalienables, 
imprescriptibles e inembargables, ..."  

"las calles nunca podrán ser encerradas en forma que priven a la ciudadanía de 
uso, goce, disfrute visual y libre tránsito. Toda ocupación permanente que se 
haga de estos objetos es atentatoria a los derechos del común, y los que en 
ello tengan parte serán obligados a restituir, en cualquier tiempo que sea, la 
parte ocupada y un tanto más de su valor, además de los daños y perjuicios de 
que puedan ser responsables." 

12.  El bien de uso público por la finalidad a que está destinado, otorga al 
Estado la facultad de detentar el derecho a la conservación de los mismos y 
por tanto la normatividad que los regula ordena velar por el mantenimiento, 
construcción y protección de esos bienes contra ataques de terceros. La 
protección se realiza a través de dos alternativas: por un lado la 
administrativa, que se deriva del poder general de policía del Estado y se hace 
efectivo a través del poder de sus decisiones ejecutorias y ejecutivas. Para el 
caso el artículo 124 del Decreto 1355 de 1970 o Código Nacional de Policía, 
dispone que "a la policía le corresponde de manera especial prevenir los 
atentados contra la integridad de los bienes de uso público." En el mismo 
sentido y respecto del caso de esta tutela, el artículo 297 de la Ordenanza 018 
de 1971 o Código de Policía de Caldas dispone que "la policía garantizará el 
uso permanente de las vías públicas, atendiendo el normal y correcto 
desarrollo del tránsito y evitando todo acto que pueda perturbarlo." 

El alcalde como primera autoridad de policía de la localidad (artículo 84 de la 
Ley 136 de 1994), tiene el deber jurídico de ordenar la vigilancia y protección 
del bien de uso público en defensa de los intereses de la comunidad, por lo 
tanto en su cabeza se encuentra la atribución de resolver la acción de 
restitución de bienes de uso público tales como vías públicas urbanas o 
rurales, zona de paso de rieles del tren, según lo dispuesto en el artículo 132 
del Código de Policía. 

Además, el Personero municipal en defensa del interés público puede 
"demandar de las autoridades competentes las medidas de policía necesarias 
para impedir la perturbación y ocupación de los bienes fiscales y de uso 
público."(artículo 139 numeral 7º del Decreto 1333 de 1986). 
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13.  Por otro lado existe otra alternativa que permite la defensa de los bienes 
de uso público, que es la posibilidad que tienen los habitantes de recurrir a la 
vía judicial, a través de acciones posesorias, reinvindicatorias o la acción 
popular consagrada en el artículo 1005 del Código Civil. Si no es legítima o 
es muy discutible la legitimidad de la alteración del carácter de uso público de 
un bien, y, además hay la vulneración de derechos fundamentales, es probable 
que se pueda ejercer la acción de tutela contra la Entidad territorial y, si 
además esa violación la realiza con hechos un particular que aún no tiene el 
dominio, con mayor razón cabe la tutela como mecanismo transitorio. 

8.4.2 Derecho a la Libertad de Circulación: 

14.  El derecho fundamental de la libre circulación se encuentra consagrado 
en el artículo 24 de la Carta Política y consiste en la posibilidad que tiene toda 
persona de desarrollarse dentro de un contexto donde puede desplazarse sin 
más restricción que la que razonablemente establezca la ley. 

El legítimo ejercicio del derecho a la circulación se constituye en un 
presupuesto para el ejercicio de otros derechos constitucionales, cuyo 
desarrollo supone el reconocimiento a un derecho de movimiento que 
garantiza la independencia física del individuo. 

La principal manifestación de este derecho se encuentra en la libertad de 
elección que el individuo tiene sobre lugares cuyo uso se encuentran a su 
disposición, puesto que en materia de uso de un lugar público, la costumbre 
de la gente no impide el ejercicio del derecho legítimo a la libertad de 
escogencia, así lo dispone también el artículo 1º del Decreto 1344 de 1970 o 
Código Nacional de Tránsito Terrestre, cuando reza: el "transito terrestre de 
personas, animales y vehículos por las vías de uso público es libre, pero está 
sujeto a la intervención y reglamentación de las autoridades, para garantía de 
la seguridad y comodidad de los habitantes.", (negrillas fuera del texto). 

Incluso, el inciso 1º del artículo 22 del Pacto de San José de Costa Rica señala 
que: 

"1. toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene 
derecho a circular por el mismo y a residir en él con sujeción a las 
disposiciones legales... 

3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido, sino en 
virtud de una ley, en la medida indispensable en una sociedad democrática, 
para prevenir infracciones penales o para proteger la seguridad nacional, la 
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seguridad o el orden públicos, la moral o la salud públicas, o los derechos y 
libertades de los demás. 

4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1 puede así mismo ser 
restringido por la ley, en zonas determinadas, por razones de interés público." 

"Tanto la actuación de autoridad no competente como la del particular que se 
adueña del espacio público lesionan dos derechos consagrados en la 
Constitución: el individual de libre locomoción y el colectivo, que 
corresponde a toda la comunidad, relativo al uso del espacio público. 

La libertad de locomoción, a la cual alude el artículo 24 de la Carta, implica 
que toda persona, salvo las limitaciones que establezca la ley, tiene derecho a 
circular libremente por el territorio. 

Según se infiere de la norma y de las disposiciones consagradas en convenios 
y pactos internacionales como la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos (1948) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Ley 
74 de 1968), únicamente la ley puede introducir restricciones, generalmente 
vinculadas con razones de seguridad, orden público, salud pública o 
aplicación de decisiones judiciales, todas las cuales se encuadran dentro de los 
criterios a cuyo amparo el derecho mencionado no es absoluto y está 
supeditado al interés general reconocido por el legislador.  

8.4.3 Comentario 

En esta ocasión se pronunció el Consejo de Estado sobre dos conceptos ya bien 

conocidos, cuales fueron: primeramente, el del espacio público y, con posterioridad, 

al de la libre circulación. 

En relación con el primero de los conceptos, es importante resaltar el hecho que la 

legislación en general consagre diversos mecanismos jurídicos para su protección, 

cuales son principalmente las acciones policivas, primordialmente en cabeza de los 

alcaldes municipales a quienes se les impone el deber jurídico de vigilarlo y 

protegerlo; las acciones reivindicatorias, estas en principio en cabeza de los 

particulares y por último las acciones populares, siendo éstas las de mas reciente 

introducción a nuestra legislación y que como se ha visto protegen los que hemos 
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venido denominando derechos de tercera generación, teniendo en cuenta que son 

derechos que interesan a la comunidad y no a un particular como sujeto individual.   

La protección a éste derecho se prevé entonces, para evitar el franco deterioro o 

vulneración de los derechos del común y los intereses de la comunidad, utilizando 

frases del propio juzgador. 

Es tan clara la intención de proteger los derechos al espacio público y la libre 

circulación, no sólo en el nivel nacional sino también en el nivel mundial, que fueron 

incluidos tal y como se pude ver en la transcripción literal de la pieza jurisprudencial, 

en el Pacto de San José de Costa Rica, lo cual denota la importancia que tiene para la 

humanidad en general, que los antedichos derechos sean protegidos por todos los 

medios que se encuentren al alcance. 
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9 CONCLUSIONES 

 

La primera conclusión que se obtuvo con la realización del presente trabajo, es que 

efectivamente existe una importante reacción de la humanidad en contra del deterioro 

generalizado del medio ambiente.  

Es así cómo los Estados, la población en general representada por diversas 

organizaciones ambientales y la conciencia individual que se ha venido generando en 

los últimos años, se encuentran en la búsqueda de mecanismos que impidan que tanto 

el medio ambiente natural, como el entorno que nos rodea en las ciudades, continúen 

deteriorándose tan rápidamente tal y como quedó demostrado en desarrollo de la 

investigación. Muestra de ello son los conceptos ya mundialmente aceptados de 

desarrollo humano sostenible y las decenas de acuerdos mundiales ratificados 

relativos a la protección de el aire, la atmósfera, los humedales, las especies de flora y 

fauna en peligro de extinción, y a nivel urbano los relacionados con la contaminación 

del aire producto del smog, la contaminación visual, por ruido, espacio público y 

demás.   

 

En el campo nacional y específicamente en el nivel del Distrito Capital de Bogotá, se 

encontró, cómo con el paso de los años se ha aumentado gradualmente la cantidad de 

proyectos en curso, tendientes a la protección de nuestro medio ambiente y la 

cantidad de iniciativas presentadas por los distintos concejales del distrito, lo que 

denota que la ciudad, con las limitaciones propias que este tipo de procesos conlleva, 

ha tratado de sostener un ritmo creciente de protección, fomento, descontaminación 

del medio ambiente, y en general del proceso educativo y de concientización al que 

debemos someternos todos los seres humanos. 
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Es de destacar también cómo logró concluirse que las principales causas del deterioro 

del medio ambiente urbano, especialmente el de la ciudad de Bogotá resultan ser el 

crecimiento de la población, generado por causas tan diversas que van desde el 

desplazamiento forzado de población rural hasta la natalidad descontrolada; los 

hábitos de consumo de la población de la ciudad, la modificación errada de los usos 

del suelo y por supuesto la industrialización. A pesar de lo anterior, y conforme a lo 

que se denominó en su oportunidad como la huella ecológica de Bogotá, se encontró 

que sí se están buscando mecanismos para detener las causas del detrimento del 

medio ambiente, con iniciativas legales y educativas.  

 

Otra conclusión resaltable es la relativa a la acción popular como mecanismo en sí de 

participación ciudadana. Pues en mi concepto y teniendo en cuenta que existen 

acciones populares, prácticamente para todos los asuntos que de una u otra manera 

afectan a la comunidad, es evidente que la respuesta por lo menos en cifras, no es la 

que desearíamos, pues algo más de mil acciones tramitadas en la ciudad de Bogotá 

resultan pocas, teniendo en cuenta la cantidad de inconvenientes medio ambientales 

que sufre la ciudad.  

Si se tiene en cuenta lo anterior, la situación se empeora si se le adiciona el derecho 

que se pretende proteger con la tramitación de las acciones, pues como se desprende 

del informe de la Personería, un alto porcentaje de las demandas son de simple 

trámite como es el caso de las que tienen que ver con contaminación ambiental, por 

avisos publicitarios y  que en general son presentadas por unas pocas personas 

jurídicas que tienen como principal objetivo la recompensa económica que otorga la 

Ley 472 en su artículo 39, a pesar de que el resultado de la acción pueda resultar 

beneficioso.  



 116

De tal forma, puede decirse que la acción popular como mecanismo de participación 

ciudadana no ha tenido un impacto favorable en la ciudadanía por cuanto queda 

demostrado que la acción es muy poco utilizada para la protección del medio 

ambiente, si se compara con otro tipo de acciones de carácter judicial, y más bien se 

ha convertido en una muy buena forma de ingresos para unos pocos.   

Resulta concluyente el hecho que los despachos judiciales persistan en incumplir 

sistemáticamente y hasta la fecha un mandato legal de simple acatamiento, como es 

la obligación impuesta a ellos en el artículo 80 de la Ley 472 de 1998, según la cual 

deben allegar a la Defensoría del Pueblo copia de cada una de las acciones que 

conocen, así como del auto admisorio de la misma y del fallo definitivo, lo que a la 

postre dificulta el estudio del comportamiento de la ciudadanía en relación con los 

derechos e intereses respecto de los cuales desea buscar protección, además del 

concepto jurídico y filosófico que ha adoptado la jurisdicción frente a un tema de 

tanta importancia como es el del medio ambiente. 

No obstante lo anterior, se puede concluir que la rama judicial del poder público en 

realidad se ha constituido en una verdadera defensora de los conceptos medio 

ambientales desarrollados, al incorporar a nuestro ordenamiento términos ya 

reconocidos mundialmente como los principios de precaución, la concurrencia de 

facultades, la sostenibilidad de producción y el desarrollo humano sustentable, que de 

alguna manera modifican criterios mercantilistas de corto plazo. Además de lo 

anterior, se demuestra cómo sí se ha desarrollado una política proteccionista del 

medio ambiente, pues lo ha reconocido por vía de jurisprudencia como un derecho 

inalienable del derecho a la vida, a la salud y a un entorno sano que pueda ser 

heredado a generaciones futuras.   
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Por último debe destacarse cómo en la investigación quedó claro que en general el 

sector del medio ambiente estatal ha ganado espacios importantes desde el punto de 

vista legal y administrativo, así como la forma en que con el paso del tiempo se ha 

adjudicado un presupuesto más generoso para los asuntos relativos a la protección del 

medio ambiente. 
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11 OTRAS FUENTES 
 
 

Se tuvo como fuente también la Biblioteca del Concejo de Bogotá, de donde se obtuvo la 
información relativa a la gestión del Concejo de Bogotá respecto del medio ambiente; la 
Oficina Judicial del Consejo Superior de la Judicatura; la Defensoría del Pueblo, donde 
logré obtener la estadística de las acciones populares y de grupo, y por último diversas 
páginas de internet: www.derechoshumanos.gov.co, www.un.org/spanish/hr/, 
www.es.wikipedia.org/, www.jmarcano.com/educa 

 

 
 


